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1. CONCEPTO SOBRE LA GESTION Y RESULTADOS DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL CON ENFOQUE INTEGRAL MODALIDAD ESPECIAL AL CONTROL Y SEGUIMIENTO DE LAS EXPLOTACIONES MINERAS DE BOGOTÁ D.C.
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Doctores

María Camila Uribe Sánchez

Secretaria Distrital de Planeación
Juan Antonio Nieto Escalante
Secretario Distrital de Ambiente
Juan Pablo Camacho López

Alcalde Local de Usaquén
Edgar Orlando herrera Prieto

Alcalde Local de Ciudad Bolívar
John Freddy Vargas Lozano

Alcalde Local de Usme
William Herrera Hernandez 

Alcalde Local de San Cristóbal
Martha Janneth Bolívar Guzmán
Alcaldesa Local de Rafael Uribe Uribe

Respetados Doctores:

La Contraloría de Bogotá D.C., con fundamento en los Artículos 267 y 272 de la Constitución Política y el Decreto No. 1421 de 1993,  practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral, Modalidad Especial al Control y Seguimiento a las Explotaciones Mineras de Bogotá, D. C., a la Secretaría Distrital de Ambiente – SDA, las Alcaldías Locales de Usaquén, San Cristóbal, Santa Fe, Rafael Uribe Uribe, Usme y Ciudad Bolívar y la Secretaría Distrital de Planeación – SDP, a través de la evaluación de los principios de economía, eficiencia, eficacia y equidad con que administró los recursos puestos a su disposición y los resultados de su gestión, por el período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2008 y 1 de enero y 30 de septiembre de 2009; la comprobación de que las operaciones financieras, administrativas y económicas se realizaron conforme a las normas legales, estatutarias y de procedimientos aplicables, la evaluación y análisis de la ejecución de los planes y programas de gestión ambiental y de los recursos naturales y la evaluación al Sistema de Control Interno.
Es responsabilidad de la administración el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá. La responsabilidad de la Contraloría de Bogotá consiste en producir un informe integral que contenga el concepto sobre la gestión adelantada por la administración de la entidad, que incluya pronunciamientos sobre el acatamiento a las disposiciones legales, la calidad y eficiencia del Sistema de Control Interno y de conformidad con la Norma Técnica de Calidad de la Gestión Pública “NTCGP 1000:2004” adoptada por la Ley 872 de 2003. 

El informe contiene aspectos administrativos, financieros, técnicos y legales que una vez detectados como deficiencias por el equipo de auditoría, que serán corregidos por la administración, lo cual contribuye al mejoramiento continuo de la organización y por consiguiente en la eficiente y efectiva prestación de los servicios de control y seguimiento ambiental a la minería en Bogotá Distrito Capital, en beneficio de la ciudadanía,  y del entorno natural fin último del control.

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de Auditoría Gubernamental Colombianas compatibles con las de general aceptación, así como con las políticas y los procedimientos de auditoría establecidos por la Contraloría de Bogotá; por lo tanto, requirió, acorde con ellas,  de planeación y ejecución del trabajo de manera que el examen proporcione una base razonable para fundamentar los conceptos expresados en el informe integral. El control incluyó el examen, sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión de las entidades dirigidas por ustedes y el cumplimiento de las disposiciones legales,  ambientales así como la adecuada implementación y funcionamiento del Sistema de Control Interno.

Concepto sobre Gestión y Resultados

Se reconoce que la actividad de control y seguimiento efectuada por la SDA y estas Alcaldías Locales ha tenido efecto positivo, al lograr que de 79 industrias mineras ilegales identificadas en informe de auditoría del año 2004, se lograron detener la actividad extractiva de 54 (68.3%) de ellas. Actualmente 25 industrias continúan desarrollando esta labor de manera ilícita. 

Como parte del proceso auditor se analizó, conforme a las visitas técnicas efectuadas por el equipo auditor a 61 industrias mineras, lo que equivale a la evaluación del 57.5% de las mismas de la ciudad con expedientes activos en la SDA, las que se encuentran bajo su control y seguimiento ambiental. El equipo auditor practicó dichas visitas fiscales, en las cuales se verificó las acciones desarrolladas por parte de la SDA. De esta manera y conforme a los 60 expedientes revisados, las visitas efectuadas a la industria minera y el análisis a la información suministrada, se encontró lo siguiente: 

· De 106 industrias mineras, del universo bajo el control de la SDA, un total de 99, es decir el  93.3 %, se encuentran en Zona No Compatible con Minería- ZNCM. 
· De las 99 industrias mineras en ZNCM, a tres (3) no se les ha requerido el Plan de Manejo, Recuperación y Restauración Ambiental-PMRRA.

·  Un total de 96 predios mineros tienen resolución de cierre o suspensión temporal de actividades. Actualmente, de éstos, 25 presentan procesos de extracción activa de materiales de construcción, a pesar de la medida citada; tres, es decir el 12%, (La Alemana, Los Tejares y Yomasa) tienen contratos de concesión minera y eventualmente podrían reanudar su actividad previo cumplimiento de las actividades que originaron la medida. De las  restantes 22 (88%), no tienen título, concesión, contrato o permiso minero; además, están en área no compatible con la minería y en la actualidad no realizan actividades de restauración y recuperación ambiental; a pesar de lo mencionado siguen sin acatar la medida de cierre, realizando con la explotación ilícita de diferentes recursos minerales.

· De los 96 predios mineros, solo 22, lo que representa el 22.9%, presentaron el PMRRA requerido; a dos de ellas (2,1%), le fueron aprobados. 

· De un total de 96 industrias mineras, el (el 90.5%),  no tienen título, concesión o autorización para explotar materiales mineros, siendo este otro hecho que las ubica en situación de ilegalidad.

· De las siete industrias legales (con contratos de concesión de explotación minera), una  se halla por fuera de los polígonos que hacen parte de las áreas donde se puede hacer minería, por lo que se le ha requerido el PMRRA.  A las restantes seis localizadas en Zonas Compatibles con Minería- ZCM se les ha exigido Plan de Manejo Ambiental-PMA; éstos han sido presentados pero ninguno aprobado y siguen explotando siendo estas: Cemex; Ladrillera Prisma S.A; Ladrillera Alemana Ltda.; Ladrillera Zigurat Ltda.; Ladillera Helios S.A. y Ladrillera Yomasa.

· Desde la creación de la autoridad ambiental distrital
 solo cinco predios mineros, de unos 106 que han estado bajo su control han sido recuperados: Ladrillera La Cumbre, Ladrillera Santa Fe, Ladrillera Quinabe y el Chircal Dionisio Márques y uno ha tenido recuperación natural: El Bohío (reserva de La Sierra en Usaquén).    

· Las industrias legales visitadas sobre el valle aluvial del Tunjuelo y que están bajo el control del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, han efectuado una explotación continua de los recursos mineros existentes, hecho que ha conllevado a la transformación del cauce del rió y a afectaciones delicadas que es necesario evaluar de manera coordinada con las entidades y autoridades competentes.  

Todas las industrias mineras que por más de 45 años han realizado actividades extractivas en el Distrito Capital lo han hecho, en su mayor parte ( 89%), en forma antitécnica, lucrándose de los recursos minerales de la ciudad y sin realizar acciones tendientes a mitigar y mejorar las condiciones ambientales de las zonas explotadas, tal como los muestra este informe. 

Para el desarrollo sostenible de la minería la SDA cuenta con los siguientes instrumentos: Plan de Manejo Ambiental (PMA) y los Planes de Manejo Recuperación y Restauración Ambiental- PMRRA. 

De los planes solo se han aprobado en la historia del DAMA, hoy SDA un total de tres, hecho que evidencia de una parte falta de conciencia ambiental del industrial minero y de otra, ausencia de nuevos instrumentos que promuevan su entrega; poca oportunidad en la aplicación de herramientas administrativas y procedimientos para su rápida aprobación, además de mecanismos de apoyo a los mineros que faciliten su presentación lo que deben darse en forma paralela a unos controles efectivos. 

Sin duda, este tipo de medidas llevaría a que se reestablezcan las condiciones propias del terreno y se mantengan las condiciones sobre los diferentes componentes ambientales, durante o después de su explotación; sin embargo, este requisito no es adoptado por buena parte de los explotadores dejando como resultado un pasivo ambiental a un área aproximada de 129.1 hectáreas.

De no realizarse las obras, que se aprueben una vez requeridos y presentados los Planes de Recuperación y Restauración Ambiental – PMRRA, el Distrito Capital estará expuesto a recibir una carga económica onerosa, por cuanto, según datos de la SDA, con los estudios e implementación, ésta recuperación puede costar aproximadamente $40.0 millones la hectárea
. 

Fueron analizados 60 expediente, es decir, una muestra del 55.6% del universo de los predios mineros bajo el control y seguimiento de la SDA y de ello se evidencia que no obstante tenerse conceptos técnicos que recomiendan una actuación jurídica expresa como por ejemplo, una medida preventiva de suspensión de actividades minera o un cierre, transcurren varios meses sin que se de o emita el acto administrativo mediante el cual se materialice lo plasmado en el concepto, hecho que no atiende los principios de eficiencia, celeridad y economía, señalados en el  artículo 3º del Código Contencioso Administrativo, así como al principio ambiental de precaución
.

Secretaría Distrital de Ambiente 

a. Control Interno

A pesar de la acción de la Oficina Asesora de Control Interno, se detectaron las siguientes debilidades:

· Faltan mecanismos de evaluación y verificación ágiles, que permitan establecer una buena coordinación y actuaciones oportunas entre el concepto técnico y los actos administrativos que posibiliten los controles y seguimientos oportunos por parte de la SDA y que son a la postre la comunicación efectiva de las actuaciones de la autoridad ambiental con base en los resultados de las visitas que efectúan los profesionales en minería. 

· Aunque la estructura orgánica se adecuó a su labor misional, conforme a los últimos procesos de reestructuración surgidos a partir de su creación como Secretaría, lo cierto es que ésta institución no cuenta con el talento humano suficiente, para atender sus diversas funciones, dependiendo de una importante cantidad de contratistas quienes al final son los que deben responder por las labores de control y seguimiento a la minería; por tanto, si por algún motivo se tiene que prescindir de los contratos de prestación de servicios se verían afectados la ejecución de metas y objetivos. 

· Para el cumplimiento de las metas del proyecto de inversión 300: “Control de factores de deterioro ambiental y del hábitat” del Plan de Desarrollo “Bogotá Sin Indiferencia” y 572: “Control a los factores que impactan la calidad del ambiente urbano”, de “Bogotá Positiva”, los procedimientos generados para el control ambiental a la minería, a pesar de haberse ajustado en sus tres versiones, siguen siendo generales y no determinan tiempos que conlleven a ejercer una actividad más oportuna en las medidas de control ambiental a la industria extractiva en el perímetro urbano de la ciudad y no determinan  mecanismos que faciliten  los análisis ágiles  de Planes de Manejo, Recuperación y Restauración Ambiental-PMRRA y los de Manejo Ambiental-PMA . 

· Ante la carencia de los protocolos, es importante que se definan las políticas como guías de acción, que faciliten la labor minera para los Parque Mineros Industriales de Usme, Tunjuelo y Mochuelo, frente a las diversas situaciones que se presentan y que no están contempladas en forma puntual. 

· Lo evidenciado en el valle aluvial del Tunjuelo, en el deterioro de sus rondas y la contaminación por escombros y sólidos suspendidos generados por la actividad, son una muestra de la falta de una política que direccione y guíe el tema para el mejoramiento de la actividad y la mitigación de  situaciones ambientales negativas. 

· La información sobre el tema minero no ha sido plenamente incorporada en el sistema de información de la entidad y solo se ha hecho para algunos expedientes en el módulo de minería; la mayor parte, por no decir todo lo relacionado con el control ambiental minero sigue sin incorporarse en el SIA-DAMA
, al no tenerse procedimientos o mecanismos ágiles para ello; por consiguiente los reportes no son oportunos ni confiables.

· En cuanto a la manera como se tienen guardada, clasificada y orientada la información al servicio de los funcionarios, la memoria institucional de la entidad; la organización, archivo y manejo de normas, expedientes y demás disposiciones internas y la actualización de los manuales relacionados con el tema minero, se reflejan en unos expedientes que carecen de los conceptos y actos administrativos posteriores al año 2006. Ello hace que la información evaluada no sea oportuna, ni confiable. 

· Algunos expedientes sobre minería contienen actuaciones que no corresponden a la industria que señala su portada; otros no han tan sido totalmente foliados y la mayor parte de ellos contiene información que esta foliada sin atender un orden cronológico.
. 

· Solo quince del total de los expedientes evaluados cuentan con dos carpetas (06) para planes de manejo y (08) para contravencionales; por ende la información que está en el respectivo expediente, se encuentra sin la debida separación, lo que dificulta el oportuno seguimiento a las multas y sanciones impuestas tendientes a garantizar el efectivo cumplimiento de la normatividad minera.

· A pesar de los procedimientos y manuales, se evidencia la  falta de coordinación y oportunidad  entre la actuación técnica (concepto) y la jurídica (actos administrativos) y las respectivas notificaciones de los actos. 

· En algunos casos, se encuentra que los mismos representantes legales de las industrias mineras desconocen las decisiones tomadas por la autoridad ambiental frente a sus solicitudes, presentación de informes, respuestas a  requerimientos, entre otras, hecho que afecta aún más el cumplimiento de exigencias.  

· Para el asesoramiento y manejo de los Parques Minero Industriales -PMI no se evidenció procedimiento alguno, así como tampoco para lo que tiene que ver con las labores del cálculo de las cantidades explotadas, base para el adecuado pago de las regalías mineras.  

· A pesar de tenerse plenamente identificadas las falencias en relación con los expedientes; el escaso cumplimiento a las PMRRA; la inoportunidad de los actos administrativos, la escasa imposición de sanciones y multas previstas en la ley y otras ya señaladas evidencian la necesidad de contar planes de mejoramiento específicos para la entidad relacionados con el manejo ambiental de la minería; solo se cuenta con los suscritos con este Ente de Control Fiscal.
b. Planes de Mejoramiento 

Como resultado de la auditoría sobre este tema desarrollada en el año 2004 surgieron diversos hallazgos los cuales han sido objeto de acciones de mejora, las que en este momento y como parte del PAD: 2009, ciclo III, están siendo evaluadas en auditoría modalidad especial, a los planes de mejoramiento de la SDA. Por tanto, no fue objeto de una labor puntual en esta auditoría y sus resultados serán presentados por el equipo que la desarrolla.

c. Resultados de la Evaluación por Componentes de Integralidad 

- Plan de Desarrollo: Sobre los proyectos de inversión relacionados con minería establecidos en los Planes de Desarrollo “Bogotá Sin Indiferencia”, evaluados a 31 de mayo de 2008, que hacen parte del Eje Regional, Programa: Sostenibilidad Urbano - Rural, Proyecto 300: “Control de factores de deterioro ambiental y del hábitat”, y cuya meta señala “Realizar el seguimiento y control a 20 de los Títulos Mineros vigentes de competencia de la SDA” y en el Plan de Desarrollo “Bogotá Positiva, Para Vivir Mejor”, Objetivo Estructurante 02 que corresponde: Derecho a la Ciudad, Programa 20 Ambiente Vital, Proyecto 572:  “Control a los factores que impactan la calidad del ambiente urbano”, meta 2: “Realizar 1 estudio de alternativas para promover la recuperación de zonas afectadas con actividad minera en el Distrito”,  éstos a cargo de la Secretaría Distrital de Ambiente- SDA, la cual tiene la competencia puntual en materia minera sobre los proyectos específicos.  
El presupuesto de estos dos proyectos para las dos vigencias, se ejecutó en gran parte para la contratación de 15 personas, entre bachilleres, técnicos y profesionales en Derecho, Dibujo, Topografía, Geología e Ingeniería Geológica para las labores relacionadas con el manejo, control y seguimiento a la minería y el cálculo de los materiales base para la correcta liquidación y el pago de regalías, establecido en el artículo 227 de la Ley 685 de 2001 o Código de Minas y lo normado en el Decreto 129 de 2004, esto en razón a la carencia del personal suficiente de planta dedicado a esta función.

Del presupuesto invertido en el 2008, para los dos proyectos de minería, sólo un convenio, no hizo parte de la suscripción de contratos y órdenes de prestación de servicios. Con el fin de cumplir con la meta establecía: “Caracterizar 2.45 localidades del distrito afectadas por actividades mineras y promover su recuperación”, la SDA firmó en diciembre de 2008 el Convenio No. 034 con la Universidad Colegio Mayor de Cundinamarca. 
- Componente legal: Se hallaron los siguientes hechos constitutivos de presunto hallazgo administrativo:
· Con incidencia fiscal por valor de $37.865.000: Por la pérdida de fuerza ejecutoria de las  Resoluciones Nos. 1909 del 22 de noviembre de 2000, 0980 del 22 de junio de 2001. 

· Con incidencia disciplinaria: Por la no imposición de medidas sancionatorias a algunas industrias mineras que han incumplido la normatividad ambiental vigente.

· Con incidencia disciplinaria: Por la falta de control y seguimiento a las multas impuestas a distintas industrias mineras.

· Con incidencia disciplinaria: Por la falta de celeridad y oportunidad en las respuestas que se deben dar, a las diferentes solicitudes presentadas por algunas industrias mineras. 

· Con incidencia disciplinaria: Por la falta de continuidad en el seguimiento y control de la Resolución No. 1290 de 1997.

· Con incidencia disciplinaria: Al no exigir a las industrias mineras la  presentación de la póliza que garantice el cumplimiento del PMRRA.

· Con incidencia disciplinaria: Por la falta de continuidad en el seguimiento y control de la Resolución No. 1290 de 1997.

- Componente financiero: El pago de las regalías mineras, evidencia que las consecuencias ambientales de la industria minera, no es proporcional a los ingresos económicos que recibe la ciudad por la actividad, aunque hay que reconocer que esta suministra los materiales necesarios para las obras públicas y el desarrollo de la construcción en Bogotá D.C. en el período comprendido entre los años 2007 y 2008 la Secretaría Distrital de Hacienda ha recaudado tan solo $534.4 millones. 

Si bien la promulgación del Decreto No 129, del 19 de abril de 2004, es importante para garantizar el adecuado y oportuno cobro de regalías del sector minero, considerando que éste determina la inspección periódica o permanente de los montos de producción y el establecimiento de puntos de control, su cumplimiento muestra que existen algunas diferencias entre lo efectivamente calculado por la SDA y lo autoliquidado y cancelado por las industrias mineras, hecho que exige una gestión específica para dar cumplimiento a lo dispuesto en la norma citada. 

- Control y Seguimiento: Los hechos constitutivos de presunto hallazgo relacionados con el control y seguimiento minero son:

· Falta de Requerimientos para la Presentación de los PMRRA a tres empresas mineras.
· Nueve empresas con actividad minera están en zona no compatible con la minería, fue requerido el PMRRA, el cual fue  presentado, pero aprobado y sin embargo se siguen explotando.
· Seis industrias con legalidad minera; presentaron el PMA, el cual no fue no aprobado y siguen explotando.
· Trece industrias con ilegalidad al estar en zona no compatible con la minería; no han presentado el PMRRA exigido y a pesar de tener medida de suspensión de actividades continúan con sus proceso extractivos de manera ilegal. 
· Catorce industrias mineras localizadas en zona no compatible con la minería; tienen medida de suspensión de actividades y aunque la han acatado no han vuelto a presentar el PMRRA el cual no fue aprobado por la autoridad ambiental.
· Cincuenta y siete industrias ubicadas en zona no compatible con la minería; tienen medida de suspensión de actividades y aunque la han acatado, nunca han presentado el PMRRA.
· Veinticinco hallazgos administrativos con incidencia penal por la explotación ilícita del recurso minero por lo cual se determina, bajo la responsabilidad de sus propietarios y representantes legales, igual número de hallazgos penales los cuales se trasladaran a la Fiscalía General de la Nación,  para lo de su competencia.  

· Dos  hallazgos administrativos con incidencia penal  por igual número de industrias que al estar en zona no compatible con la minería, realizan actividades ilegales extractivas, siendo la CAR su autoridad ambiental, éstos se trasladaran a la Fiscalía General de la Nación,  para lo de su competencia.

Los hallazgos antes descritos, se encuentran relacionados en el numeral 3.3.2 del componente legal del Capítulo 2 Resultados de Auditoría del informe preliminar 

Alcaldías Locales de Usaquén, San Cristóbal, San Fe, Rafael Uribe Uribe, Usme y Ciudad Bolívar.

Las correspondientes Alcaldías Locales en cuya jurisdicción existe explotaciones mineras se evidenciaron: Tres hallazgos administrativos.
· Una Industria minera localizada en Ciudad Bolívar se hallan en área no compatible con la minería; se encontró que a pesar de tener medida de suspensión de la actividad minera continúan con la explotación ilegal de materiales de construcción.
· Las veintidós industrias mineras localizadas en la localidad de  Usme que se hallan en área no compatible con la minería; a pesar de tener medida de suspensión de actividad minera continúan con la explotación ilegal de materiales de construcción.
· Tres industrias mineras localizadas en la localidad de San Cristóbal,  que se hallan en área no compatible con la minería; a pesar de tener medida de suspensión de actividad minera continúan con la explotación ilegal de materiales de construcción.

Para dar traslado al Fiscalía General de la Nación  y la Contraloría General de la República, el siguiente hecho:

- Componente Ambiental: Los resultados muestran que las pocas acciones de recuperación y restauración ambiental no han atendido el principio de sostenibilidad ambiental
, por lo que se requiere que continúen y aún más, se acrecienten los esfuerzos y la gestión desplegada por la SDA frente a la minería, hecho que debe conllevar a que se desarrollen nuevos protocolos, acciones, mecanismos e instrumentos que faciliten que los predios con cierre se recuperen; las activas ilegales se cierren y paralelamente se ejecuten los planes de manejo y que las canteras y chircales inactivos atiendan los requerimientos que se le han realizado por parte de la SDA. 

Durante esta evaluación ambiental a los procesos mineros es evidente que uno de los recursos más afectados es el componente biótico y el litosférico o geosférico. Los mayores impactos cuantificados en desarrollo de los procesos extractivos son la remoción de la cobertura vegetal, modificación de las geoformas, disminución del hábitat y cambios en el uso del suelo. Ello no es óbice para indicar que los cambios sobre la calidad, cantidad y dinámica del recurso hídrico son apreciables,  al igual que la afectación del aire, especialmente en chircales por el uso de hornos llamados locos y el desprendimiento de material particulado en los frentes de extracción.

Los presuntos hallazgos en este componente ambiental son:

· Falta de sostenibilidad en el desarrollo de la actividad minera en la ciudad.

· Efectos ambientales evidenciados por el desarrollo de algunas empresas mineras dedicadas al beneficio y transformación en la cuenca del Río Tunjuelo.

· Por la disposición de escombros sin las medidas de estabilidad requeridas en el frente minero de la reactivada Cantera o Recebera La Esperanza, la cual tiene medida de suspensión de actividades.

Los hallazgos presentados en los párrafos anteriores no inciden de manera significativa en los resultados de la administración, lo que nos permite conceptuar que la gestión adelantada acata, salvo lo expresado, las disposiciones que regulan sus hechos y operaciones, cuenta con un efectivo Sistema de Control Interno y en la adquisición y uso de los recursos conserva acertados criterios de economía, eficiencia y equidad. Así mismo, cumplió en un porcentaje significativo con las metas y objetivos propuestos. Por las razones expuestas, el concepto de gestión a la SDA y a las Alcaldías Locales de Usaquén, San Cristóbal, Santa Fe, Rafael Uribe Uribe, Usme y Ciudad Bolívar es favorable con observaciones. 

Consolidación de Hallazgos
En desarrollo de la presente auditoría tal como se evidencia en el Anexo No. 1, se establecieron 47 hallazgos administrativos, de los cuales 1 de estos tiene incidencia disciplinaria, 1 de carácter fiscal, por valor de $37.865.000,  27 con alcance penal y 18 meramente administrativos. Los disciplinarios, fiscales y penales serán trasladados a la Personería Distrital, a la Dirección de Responsabilidad Fiscal de la Contraloría de Bogotá, a la Fiscalía General de la Nación y a la Contraloría General de la República (por competencia) 
A fin de lograr que la labor de la auditoría conduzca a que se emprendan acciones de mejoramiento de la gestión pública, la entidad debe diseñar un Plan de Mejoramiento que permita solucionar las deficiencias puntualizadas, en el menor tiempo posible, documento que debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá, dentro de los cuatro (4) días siguientes al recibo del presente informe.

Dicho Plan de Mejoramiento debe detallar de forma clara, concreta y precisa las acciones que se tomarán respecto de cada uno de los hallazgos identificados, cronograma en que se implementarán los correctivos, responsables de efectuarlos y realizar el seguimiento a su ejecución.

Bogotá, D.C., 17 de diciembre de 2009 

Cordial saludo, 
MAURICIO BOGOTÁ MUÑOZ

Director Técnico Sector Ambiente.

2. RESULTADOS DE LA AUDITORÍA

La Contraloría de Bogotá D.C., en desarrollo de su función constitucional y legal, y en cumplimiento del “Plan de Auditoria Distrital – PAD 2009”, Ciclo III, practicó Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral, Modalidad Especial al “Control y seguimiento de las explotaciones mineras de Bogotá D.C.”.

La auditoria especial comprendió la evaluación de la gestión adelantada por los entes auditados con respecto a la planeación, control y seguimiento a las actividades de explotación minera en Bogotá D.C., durante la vigencia fiscal 2008 y por el período comprendido entre el  1 de enero y el  30 de septiembre de 2009. 

Este informe muestra los resultados de la efectividad de los conceptos y actos administrativos contenidos en los expedientes que conforman la base de datos de  las explotaciones mineras revisada conforme a la muestra seleccionada; establece si la SDA cuenta con una adecuada base de datos y con los expedientes organizados y actualizados de las personas (naturales y jurídicas) que realizan explotación minera en el D.C. Así mismo, evalúa las  decisiones y acciones técnicas, ambientales, sociales y económicas, tomadas para la adecuada planeación, control y seguimiento a las actividades mineras en la ciudad, así como el grado de cumplimiento de los Planes de Recuperación y Restauración Morfológica  y Ambiental-PMRRA. 

De la misma manera, determina la eficacia en el cumplimiento de las actuaciones jurídicas emitidas por la autoridad ambiental y tomadas conforme a sus obligaciones legales y de policía por parte de las Alcaldías Locales en cuya jurisdicción existen industrias mineras frente a los procesos de extracción minera ilegal en su jurisdicción territorial. 
Igualmente,  se indica  que  las acciones para la cuantificación de los montos para la correcta autoliquidación y pago de regalías al Distrito Capital, por concepto de la explotación de arcillas y demás materiales de construcción que realizan aquellas industrias legales que tienen títulos mineros para realizar pequeña, mediana y gran minería. Finalmente señala los daños causados a diferentes componentes ambientales por la minería ilegal que no atiende la exigencia en la presentación e implementación de los Planes de Manejo, Restauración y Recuperación Ambiental- PMRRA y  por aquella actividad legal que sigue sin ceñirse al cumplimiento de los Planes de Manejo Ambiental, todo como parte del pasivo ambiental que esta labor  ha dejado, a pesar de la importancia que  tiene para el crecimiento y desarrollo de la ciudad con el suministro de materiales para la ejecución de obras públicas y de construcción .

La evaluación se hizo conforme a lo señalado en la normatividad, partiendo de un análisis de su legalidad en diversos aspectos, especialmente los relacionados con la tenencia de titulo, concesión, permiso o autorización de explotación minera y la realización de estas actividades en áreas compatibles con la minería; los resultados de los actos administrativos que ordenan la suspensión de actividades, cierres definitivos, ejecución de procesos sancionatorios, solicitudes, imposición de medidas preventivas y otras, las cuales hacen parte integral al control y seguimiento a la explotación del recurso minero.

De igual manera, se da traslado a la Contraloría General de la República de aquellas situaciones presuntamente irregulares donde las actividades de liquidación, control, seguimiento y verificación sobre la actividad minera que hacen parte de las competencias de la Corporación Autónoma Regional- CAR y del Ministerio de Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial-MAVDT. 

Así mismo,  fueron analizadas las acciones y proyectos de inversión ejecutados en materia minera adoptados en los Plan de Desarrollo Distrital, “Bogotá sin indiferencia” y “Bogotá Positiva”, correspondientes a las vigencias 2.008 y parte del 2.009
Esta Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral, Modalidad Especial al “Control y seguimiento de las explotaciones mineras de Bogotá D.C.”, se realizó a través de la verificación al cumplimiento de el Modelo Estándar de Control Interno-MECI y la evaluación a cuatro grandes componente de integralidad: El del Plan de Desarrollo para aquellos proyectos relacionados con la minería; el financiero en relación con la gestión de verificación los montos de las explotaciones mineras para efectos de del pago de regalías; el relacionado con el control y seguimiento y un último componente, el ambiental para la valoración de impactos ambientales generados por las actividades de minería en Bogotá D.C. a fin de establecer si el control realizado por la SDA se ha orientada  hacia el avance del Desarrollo Sostenible.

En el informe se considera, para efectos de la evaluación, la información suministrada por la SDA así como la contenida en los expedientes. La muestra analizada fue de 60 canteras con expediente activo, de las 106 que se encuentra bajo el control ambiental de la SDA. Adicional a ello, fueron efectuadas visitas fiscales a 61 canteras, chircales o ladrilleras, es decir se verificó en campo las acciones de control ejercidas por la SDA, sobre un 58% (54) de las industrias mineras (106)
Por otra parte se visitaron 2 industrias de gran minería, bajo el control de la SDA y del MAVDT y se evalúo información sobre industrias mineras legales e ilegales en la la ciudad bajo la competencia ambiental de la CAR, todo esto para determinar las acciones de control y seguimiento ejercidas por estas autoridades ambientales, sobre las industrias que explotan los recursos mineros de Bogotá sobre el cono aluvial del Tunjuelo, el área rural de Bogotá y en los Parques Minero Industrial de Mochuelo y el Tunjuelo.

En desarrollo del proceso auditor, se detectaron irregularidades y observaciones las cuales se presenta en este capítulo correspondiente a los resultados de la auditoría.

Considerando el pasivo ambiental dejado por la industria minera y dada la importancia que reviste para la ciudad este recurso abiótico, se busca con el presente informe que se desarrolle una gestión mucho más efectiva, que permita superar las situaciones evidenciadas de tal forma que las acciones de planeación, control, seguimiento y coordinación ejecutadas faciliten mitigar, minimizar, prevenir y/o corregir los efectos ambientales que la minería deja a la ciudad y que el pago por concepto de regalías mineras sea real y justo para una ciudad en la cual la minería genera, además de desarrollo urbanístico, graves daños a sus recursos naturales y el ambiente.

Se reconoce que la actividad de control y seguimiento efectuada por la SDA y las Alcaldía Locales, han tenido efecto positivo al lograr que cincuenta y cuatro (54) de las setenta y nueve (79) industria mineras identificadas en informe del año 2004, no la realicen en la actualidad. 

Aún así, de no realizarse las obras que se aprueban, una vez requeridos y presentados los Planes de Recuperación y Restauración Ambiental – PMRRA, el Distrito Capital esta expuesto a recibir una carga económica onerosa, por cuanto según datos de la SDA, los estudios e implementación pueden alcanzar costos de aproximadamente $40.0 millones por hectárea
.

2.1. EVALUACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO “SCI”
En desarrollo de la Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral, Modalidad Especial, se evaluó el SCI con base en el Modelo Estándar de Control  Interno-MECI para establecer la gestión frente al tema minero, básicamente en la Secretaría Distrital de Ambiente-SDA.

La evaluación fue realizada, de conformidad y en cumplimiento de lo normado en la Constitución Política de Colombia, en la  Ley 42 de 1993, en lo establecido en la Resolución No. 018 de  2007, en concordancia con las Normas de Auditoria Gubernamental Colombianas, así como lo reglado en las Leyes No. 87 de 1993, 80 de 1993 y 489 de 1998; los Decretos No. 2145 de 1999 y el 2539 de 2000 y 1537 de 2001; las  Directivas Presidenciales No. 02 de 1994, 01 de 1997 y 09 de 1999; las Circulares 01 y 02 de 2000 del Consejo Asesor del Gobierno Nacional en materia de Control Interno.

Resultados

Una vez analizado todo lo relacionado con la información, documentos, soportes, expedientes, conceptos y acciones que tienen relación con la gestión de las industrias mineras, bajo los componentes que hacen parte del  MECI, se detectaron debilidades que es necesario subsanar en aras a su fortalecimiento, hecho que debe coadyuvar a que los controles efectuados permitan detener la minería ilegal en la ciudad y recuperar parte de los impactos ambientales que ésta deja sobre el ambiente.

En la SDA, la Oficina de Control Interno se encuentra  debidamente creada y existe un Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno legalizado, organizado y formalizado, hecho que facilita, a pesar de las debilidades detectadas, el que se ejecute una labor acorde a los objetivos del Sistema, conforme al artículo 2º. de la Ley 87 de 1993, sus decretos reglamentarios y aquellos que tiene que ver con el fortalecimiento del SCI y las demás normas que le son pertinentes. Otro hecho  que debe facilitar el mejoramiento de la gestión, una vez madurado, es el que la SDA haya sido certificada en sus procesos y procedimientos a través del Sistema de Gestión de Calidad, mediante la Norma ISO: 9001 y ha iniciado un proceso de trabajo siguiendo los parámetros del SGP:1000.    

La entidad cuenta con planes de acción, estratégico e indicativo y viene trabajando en la implementación de los mecanismos para el seguimiento y verificación de sus proyectos y acciones. A pesar del fortalecimiento del Sistema logrado bajo el liderazgo de la Oficina Asesora de Control Interno y con al apoyo de la Alta Dirección. Este trabajo para el mejoramiento del Sistema debe posibilitar atender la misión institucional, las funciones determinadas para la SDA en los Decretos 109 y 115 de 2009 así como lo normado en el Acuerdo 19 de 1996 (SIAC), el Acuerdo 308 de 2008 (Plan de Desarrollo) y el Plan de Gestión Ambiental- PGA, dispuesto en el Decreto 456 de 2008.

Esta evaluación permitir reafirmar una mayor operatividad del sistema como elemento que ayuda a asegurar la efectividad de las acciones estatales a través del levantamiento y desarrollo de procesos y procedimientos y la capacidad del talento humano, fundamental para el cumplimiento de las labores estipuladas a la SDA en materia de minería. 

Es bueno resaltar el progresivo interés por los objetivos que propenden por una política expresa al servicio del talento humano y la conformación de grupos de trabajo, los cuales fueron normados por resolución. Igualmente, se determinó un adecuado compromiso encaminado a lograr, basados en responsabilidades una mejora en las labores del tema y un buen conocimiento por parte de quienes trabajan el tema minero.

A pesar de las falencias que serán señaladas posteriormente, se reconoce que la SDA viene haciendo un importante proceso de modernización en automatización y sistematización de datos enfocados al diseño, implementación y mantenimiento de sistemas de información; trabaja en red a nivel interno y cuenta con programas que son actualizados.

Igualmente, para la publicidad de sus actos y el conocimiento de la ciudadanía la SDA emplea diversos canales de comunicación como e-mail, página Web, programas de televisión, cuñas radiales, afiches, guías ambientales y volantes para informar al usuario sobre sus obligaciones en materia  de minería. 

Aún así se detectan las siguientes debilidades:

2.1.1. Hallazgo administrativo: Por debilidades del Sistema de Control Interno relacionadas con la gestión para el control y seguimiento minero del D.C. 

· Ausencia de  mayores mecanismos de evaluación y verificación que permitan establecer una buena coordinación y actuaciones oportunas entre un concepto técnico y los actos administrativos que deben posibilitar los controles y seguimientos y que son a la postre la comunicación efectiva de las actuaciones de la autoridad ambiental con base en los resultados de las visitas que efectúan los profesionales en minería. 

· Se comprobó que la SDA cuenta con indicadores de gestión; pero que es necesario, conforme a los procedimientos que se adopten otras herramientas que faciliten mayor oportunidad en los controles y efectividad en las medidas adoptadas.

· A pesar de que la estructura orgánica de la SDA se adecuó a su misión institucional en los últimos procesos de reestructuración surgidos a partir de su creación como Secretaría, ésta institución no cuenta con el personal suficiente para atender sus diversas funciones, dependiendo de una importante cantidad de contratistas quienes al final son los que deben responder por las labores de control y seguimiento a la minería; por tanto, si por algún motivo se tiene que prescindir de los contratos de prestación de servicios, la entidad podría verse afectada en el cumplimiento de sus metas y objetivos. 

De otra parte, el presupuesto de inversión destinado al cumplimiento de los dos Planes de Desarrollo evaluados “Bogotá Sin Indiferencia” y “Bogotá Positiva” , proyectos 300 “Control de factores de deterioro del hábitat” y 572 “Control a los factores que impactan la calidad del ambiente urbano”, respectivamente, en el período evaluado se oriento a la contratación del personal requerido para estas actividades, excepto el valor reservado para el Convenio 0034 celebrado con la Universidad Colegio Mayor de Cundinamarca por cuantía de $132.0 millones, al cual le ha faltado supervisión para la buena marcha del mismo.      

· Para el cumplimiento de las metas de los proyectos 300 y el 572 (del actual PDD), los procedimientos generados para el control ambiental a la minería, sigue siendo generales y no determina tiempos que conlleven a ejercer una actividad más oportuna en las medidas de control ambiental a la industria extractiva en el perímetro urbano de la ciudad sin determinar mecanismos que faciliten agilizar los análisis de los Planes de Manejo, Restauración y Recuperación Ambiental-PMRRA y los de Manejo Ambiental-PMA, a pesar de haberse ajustado en sus tres versiones, hecho que expone a diversas comunidades a riesgo por remociones en masa y a otros fenómenos de inestabilidad geotécnica los cuales son latentes, conforme a los recorridos efectuados por este Organismo de Control Fiscal, en diversos sectores de las localidades de Usme, Ciudad Bolívar, Tunjuelito, Rafael Uribe y área nororiental de Usaquén. Además, facilita que se dilaten los términos y oportunidad con que se debe obrar, dificultando el cumplimiento de los principios de eficiencia, eficacia y celeridad, bajo los cuales debe enmarcarse la gestión administrativa.  

· En algunas de las acciones relacionadas con los Planes de Manejo y Recuperación Morfológica y Ambiental- PRMA y en la vigilancia ambiental de la minería en Bogotá, no se ha establecido, conforme a sus procedimientos, los protocolos que faciliten un accionar coherente, tanto interno como externo, con quienes tienen injerencia en el tema minero. La SDA requiere, por su misma importancia y las múltiples funciones asignadas, diversos protocolos que faciliten mayor oportunidad, coherencia y coordinados para el accionar en el manejo, control y seguimiento a la minería en el perímetro urbano de Bogotá. 

· Ante la carencia, de protocolos es importante que en los Parque Mineros Industriales de Usme, Tunjuelo y Mochuelo, 
se definían las  políticas como guías de acción que faciliten la labor minera frentes a las diversas situaciones que se presentan y que no están contempladas en forma puntual. 

Lo evidenciado en el valle aluvial del Tunjuelo, el deterioro de sus rondas y la contaminación por escombros y sólidos suspendidos generados por la actividad, son una muestra de la falta de política que direccione y guíe el tema para el mejoramiento de la actividad y la mitigación de las situaciones ambientales evidenciadas. Conforme a lo determinado en el literal b, artículo 4 de la Ley 87 de 1993, es necesario contar con una política minera para la ciudad liderada por la SDA con el apoyo de la  Secretaría Distrital de Planeación-SDP, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá-EAAB-ESP y las Alcaldías Locales, entre otras.

· A pesar de los diversos canales de comunicación con que cuenta la SDA, los hechos confirman el desinterés  de los usuarios por trabajar de manera técnica y ambientalmente sostenible la minería.  

· La carencia de equipos modernos y actualizados no permiten que los funcionarios y contratistas atiendan sus funciones en forma eficiente y oportuna.

· La información minera no ha sido plenamente incorporada en el sistema de información de la entidad y solo se ha realizado con relación a la información de algunos expedientes en el módulo de minería; la mayor parte, por no decir todo lo relacionado con el control ambiental minero sigue sin ingresar al  SIA-DAMA, al no contarse con procedimientos o mecanismos oportunos para ello; por consiguiente los reportes no son oportunos ni confiables. 
· A la fecha continua sin evidenciarse el desarrollo de una cantidad representativa de mesas específicas de concertación de acciones, para la toma de decisiones  y lograr el acompañamiento de la ciudadanía a pesar que muchos de ellos están expuestos a los efectos ambientales; esto como parte de los procesos de democratización de la administración pública.

· Se reitera que a la fecha (26-11-09)  la SDA no cuenta con mecanismos específicos para determinar la efectividad de las acciones ambientales sobre la minería, mediante instrumentos diversos como Indicadores de Calidad y Sostenibilidad Ambiental de la Ciudad ni posee  el avance mismo de las  Cuentas Ambientales de la Capital, lo cual puede determinar la cantidad y calidad de los activos ambientales del D.C. y el gasto público en esta materia.

· En cuanto a la manera como la SDA a conservado, clasificado y orientada la memoria institucional de la entidad al servicio de los funcionarios; la organización, archivo y el manejo de las normas, expedientes y demás disposiciones internas y la actualización de los manuales relacionados con el tema minero, se reflejan en  expedientes que carecen de conceptos y actos administrativos posteriores al año 2006. Esto conlleva a  que la información evaluada no sea oportuna, ni confiable. 

· Algunos expedientes sobre minería contienen actuaciones que no corresponden a la industria que señala su portada; otros no han  sido totalmente foliados y la mayor parte contiene información que esta foliada sin atender un orden cronológico.
· Solo el 25% (15) del total de expedientes evaluados (60) cuentan con dos carpetas (06) para planes de manejo y (08) para contravencionales; por ende la información que esta en el respectivo expediente se encuentra sin la debida separación, lo cual dificulta el oportuno seguimiento a las multas y sanciones impuestas tendientes a garantizar el efectivo cumplimiento de la normatividad minera.

· A pesar de la existencia de  procedimientos y manuales se evidencia ausencia  de coordinación y oportunidad  entre la actuación técnica (concepto) y la jurídica (actos administrativos) y las respectivas notificaciones de los actos administrativos Los funcionarios y contratista técnicos, desconocen los resultados obtenidos con ocasión del concepto técnico emitido en desarrollo de las visitas a las industrias mineras. 

· En algunos casos se encuentra que los mismos representantes legales de las industrias mineras desconocen las decisiones tomadas por la autoridad ambiental respecto a solicitudes, presentación de informes, respuestas a  requerimientos, entre otros, este hecho afecta aún más el cumplimiento de exigencias.  

· Para el asesoramiento y manejo de los PMI no se evidenció procedimiento alguno, así como tampoco existe procedimiento para las labores de cálculo de las cantidades explotadas, lo cual corresponde a la base para el adecuado pago de las regalías mineras.  

· A pesar de tenerse plenamente identificadas las falencias con  relación a los expedientes; el poco cumplimiento a las PMRRA; la coordinación entre funciones; la escasa oportunidad de los actos administrativos, la insuficiente imposición de sanciones y multas previstas en la ley y otras situaciones ya señaladas; la inasistencia de planes de mejoramiento específicos para la entidad relacionados con el manejo ambiental de la minería, solo están los suscritos con esta Contraloría. En las diferentes subdirecciones de la entidad, las falencias administrativas o misionales relacionadas con el control y seguimiento ambiental de la minería no son incorporarlas como puntos de control ni en los  planes de mejoramiento interno.

Lo señalado en los párrafos precedentes corresponde a falencias relacionadas con el cumplimiento de los artículos 1º, 2º y 4º de la ley 87 de 1993
. La causa principal de este presunto hallazgo  radica en la ausencia de procedimientos más explícitos relacionados con las diferentes acciones ejercidas para el control y seguimiento minero; la carencia de políticas para el tema; falencias en las labores de coordinación; ausencia de inspecciones específicas para el tema documental y de expedientes y la inoportunidad en los actos administrativos que evidencien un efectivo resultado de las visitas técnica. 

Lo descrito conlleva a que se debilite la efectividad en el desarrollo de procedimientos y acciones para el buen manejo de la minería en la ciudad en donde la SDA ejerce como autoridad ambiental; así mismo, permite que exista mayor control y coordinación sobre los activos ambientales que son afectados por esta labor en áreas donde la CAR y el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, poseen su jurisdicción o con funciones de control específicas y que hacen parte del territorio del Distrito Capital.

Analizadas las repuestas dadas por la SDA, al informe preliminar nos permitimos indicar que a la entidad le asiste la razón, cuando indica que el numeral 2.1.1., que está enunciado en el anexo 1 cuadro de presuntos hallazgos, no se encuentra en el cuerpo del informe como quiera que en la elaboración del mismo se incurrió en un error de numeración al señalar 3.2.1.1., cuando lo correcto era 2.1.1.; sin embargo, ha de entenderse que esta inconsistencia es meramente formal por cuanto el presunto hallazgo administrativo es el que se describe seguido del numeral 3.2.1.1. 
En cuanto al numeral 2.3.1.1 del anexo 1 ha de indicarse que este corresponde al presunto hallazgo administrativo: “Ante la falta de controles efectivos en la ejecución del convenio 034 de 2008”  y no como lo señaló la SDA al 3.2.1.1.

Analizada la respuesta dada a las inconsistencias establecidas en el Sistema de Control Interno- Subdirección del Recurso Hídrico y del Suelo, es pertinente indicar que el equipo auditor encontró procedente confirmar las diferentes viñetas que hacen parte de la condición del hallazgo, exceptuando la relacionada con la inexistencia de procedimientos para algunas actividades mineras, dado que la SDA soporta en su escrito que cuenta con procedimientos documentados, tales como: 126PM04-PR39 “Evaluación de Instrumentos Administrativos de Manejo y Control Ambiental de la Actividad Minera” Versión 3 y 126PM04-PR54 “Verificación de Montos de Explotación Minera en Boca de Mina para la Liquidación de Regalías”, Versión 2; circunstancias que conllevan a  excluir del Informe los aspectos relacionados con este punto. Igualmente, 
2.2. PLANES DE MEJORAMIENTO
Es de recordar que el ejercicio del control interno debe consultar principios como el de igualdad, moralidad, eficiencia, economía, celeridad, imparcialidad, publicidad y valoración de los costos ambientales, tal como lo indica el artículo 1º. de la Ley 87 de 1993, al definir lo mismos. Sin duda los planes de mejoramiento son una de las herramientas que facilitan cumplir estos principios y por ende mejorar su gestión administrativa. 

Como resultado de la auditoría, sobre este tema, desarrollada en el año 2004 surgieron diversos hallazgos los cuales han sido objeto de acciones de mejora, las que en este momento y como parte del PAD: 2009, ciclo III, están siendo evaluadas en una auditoria, modalidad especial,  a los planes de mejoramiento de la SDA; por tanto no fue objeto de una labor puntual en esta auditoría y sus resultados serán presentados por el equipo auditor que la desarrolla.

2.3. EVALUACIÓN DE LA GESTIÓN POR COMPONENTES DE INTEGRALIDAD

2.3.1 Componente Plan de Desarrollo: 

Se realizó el análisis, verificación y evaluación del cumplimiento de las metas de los proyectos de Inversión de los Planes de Desarrollo “Bogotá Sin Indiferencia”  (a 31 de mayo de 2008) en el Eje Regional, Programa: Sostenibilidad Urbano - Rural, Proyecto 300: Control de factores de deterioro ambiental y del hábitat, cuya meta señala “Realizar el seguimiento y control a 20 de los Títulos Mineros vigentes de competencia de la SDA y en el Plan de Desarrollo “Bogotá Positiva, Para Vivir Mejor” durante la vigencia 2008 y del período comprendido entre enero y septiembre 30 de 2009, en el Objetivo Estructurante 02: “Derecho a la Ciudad”, Programa 20 Ambiente Vital, Proyecto 572:  Control a los factores que impactan la calidad del ambiente urbano, meta 2: “Realizar 1 estudio de alternativas para promover la recuperación de zonas afectadas con actividad minera en el Distrito”,  a cargo de la Secretaría Distrital de Ambiente- SDA, entidad que tiene la competencia puntual en materia minera sobre los proyectos específicos.  
Frente a este tema se encontró que la SDA para la vigencia 2.008 en el proyecto 300 asignó un presupuesto de $8.060.8 millones y ejecutó $6.685.7 millones, equivalente al 82%. Para el período analizado del 2009 el valor disponible para el proyecto 572 fue de $7.733.1 millones.

El presupuesto de las dos vigencias se ejecutó en gran parte, para  la contratación quince (15) personas, entre bachilleres, técnicos y profesionales en Derecho, Dibujo, Topografía, Geología e Ingeniería geológica para las labores relacionadas con el manejo, control y seguimiento a la minería y el cálculo de los materiales base para la correcta liquidación y el pago de regalías, establecido en el artículo 227 de la Ley 685 de 2001 o Código de minas y lo normado en el Decreto 129 de 2004, esto en razón a la carencia del personal suficiente dedicado a esta función
Del presupuesto invertido en el 2008 para los 2 proyectos de minería, sólo un convenio no hizo parte de la suscripción de contratos y órdenes de prestación de servicios. Con el fin de cumplir con la meta que establecía “Caracterizar 2.45 localidades del distrito afectadas por actividades mineras y promover su recuperación”, la SDA firmó en diciembre de 2008 el Convenio No. 034, con la Universidad Colegio Mayor de Cundinamarca; convenio que ha tenido algunos contratiempos que repercuten en el oportuno cumplimiento de la meta.

2.3.2. Componente Legal

En desarrollo de este componente de integralidad se hizo la evaluación a una del 55.6% de los expedientes activos que posee y maneja la SDA. Igualmente se evalúo la efectividad en las labores de coordinación para el control y seguimiento policivo a las explotaciones mineras en el perímetro urbano de Bogotá, D.C., función que esta a cargo de la las Alcaldías Locales de Usaquén, San Cristóbal, Santa Fe, Rafael Uribe, Usme y Ciudad Bolívar.  

La finalidad del presente componente de auditoría es conocer y determinar el estado de los procesos de minería que adelanta la Secretaria Distrital de Ambiente, verificando el debido cumplimiento que la entidad tuvo en sus actuaciones, de conformidad con la normatividad vigente, tal como  los Decretos 561 de 2006 y 109 de 2009, al igual que el artículo 17 del Decreto No. 581 del 18 de diciembre de 2007. Así mismo, se buscó establecer si la Autoridad Ambiental ha dado cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 60 y 85 de la Ley 99 de 1993. 

Para dar cumplimiento a lo descrito anteriormente, esta Contraloría consultó: entre otros, el Manual de Procesos y Procedimientos, Proceso de Evaluación, Control y Seguimiento de la Actividad Minera, en el cual se establecen como áreas responsables a la Dirección de Control Ambiental, a la Subdirección del Recurso Hídrico y del Suelo y a la Dirección Legal Ambiental de la SDA, para dar trámite a las peticiones, conceptos técnicos, requerimientos y sanciones que se realizan frente a este tema.
Igualmente, se solicitó información mediante los oficios Nos. 2009ER53202 del 21 de octubre de 2009, 2009ER55582 del 30 de octubre de 2009, 2009ER57021 del 9 de noviembre de 2009, relacionada con la cantidad de procesos activos con que cuenta y contaba la entidad durante los  períodos comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2008 y entre enero y septiembre de 2009; recibiendo respuesta por parte de la SDA, mediante los escritos radicados con los Nos. 2009EE48379 del 28 de octubre y 2009EE51630 del 19 de noviembre de 2009,  de lo cuales se  logró establecer que:

Para el período auditado la Autoridad Ambiental contaba con un total de 107 procesos activos de los cuales, se evidenció lo siguiente:
7 de ellos poseen licencia o permiso de funcionamiento otorgado por la Autoridad Ambiental Competente.

100 predios mineros se encuentran por fuera de las zonas compatibles con la minería  y su estado es el siguiente:

Noventa y seis (96) predios tienen resoluciones de cierre o suspensión temporal de las actividades mineras y se les requirió la presentación del PMRRA. Los cuatro (4) predios restantes se encuentran en trámite jurídico.

De los noventa y seis (96) predios, veintidós (22) presentaron el PMRRA requerido de los cuales  dos (2) fueron aprobados y un predio  (1) se recuperó naturalmente: EL BOHIO. A los diecinueve (19) restantes, se les requirió desde el punto de vista técnico y jurídico.

De los noventa y seis (96) predios mineros que tienen medida de cierre o suspensión temporal, setenta y un (71) predios están cumpliendo con la medida impuesta, mientras que los veinticinco (25) están incumpliendo y continúan realizando la actividad minera sin contar con instrumento administrativo de control ambiental. 

Con el fin de verificar sí la administración actuó en forma oportuna  desde el punto de vista procesal y sustancial, sí se solicitaron y aportaron las pruebas pertinentes, sí se adelantaron los procesos sancionatorios a que hubiese lugar, para el efgecto se tomó una muestra de sesenta (60) expedientes mineros, es decir el 59%, de los  existentes en la Secretaría Distrital de Ambiente, encontrando irregularidades e inconsistencias que amerita la adopción de medidas correctivas efectivas que solucionen y permitan la imposición de las sanciones a los infractores de la normatividad ambiental. A continuación se presentan las observaciones más relevantes:

2.3.2.1. Hallazgo administrativo con Incidencia disciplinaria por la no imposición de medidas sancionatorias a algunas industrias mineras que han incumplido la normatividad ambiental vigente.

Revisados los expedientes seleccionados en la muestra de auditoría, se encontró que la SDA, no ha dado estricto cumplimiento a la función que le fuera asignada en el literal l de los artículos 3 y 5 de los decretos distritales 561 de 2006 (vigente para la fecha de la auditoría) y 109 del 16 de marzo de 2009 modificatorio de la norma antes citada, la cual a la letra señala: “Ejercer el control y vigilancia del cumplimiento de las normas de protección ambiental y manejo de recursos naturales, emprender las acciones de policía que sean pertinentes al efecto, y en particular adelantar las investigaciones e imponer las sanciones que correspondan a quienes infrinjan dichas normas”.  

La anterior afirmación basada en las irregularidades observadas en los expedientes que se relacionan a continuación:
· DM-06-97-79, Cantera la Esperanza: La última visita que realizó la Autoridad Ambiental fue la que sirvió de base para emitir el concepto técnico No. 00468 del 11 de enero de 2001, a través del cual se le estableció entre otros la presentación del PMRRA según términos de referencia. 

Este documento no ha sido entregado por el representante legal a la Autoridad Ambiental y ésta a su vez no ha efectuado requerimiento o iniciado proceso sancionatorio generado por el incumplimiento de las medidas impuestas.

En relación con la respuesta dada a las observaciones de la Cantera la Esperanza, es preciso señalar que si bien la SDA afirma haber adelantado actuaciones, distintas a las evidenciadas por el equipo auditor, en el momento de la revisión del expediente, tal y como lo acepta la Autoridad Ambiental, también lo es que hasta la fecha no se ha podido verificar su existencia, la fecha de expedición, la fecha de notificación, entre otros, por cuanto los documentos enunciados en el escrito de contestación al Informe Preliminar no fueron aportados.  
· DM-06-07-2029, Chircal Manuel Guevara Herrera: En el concepto técnico No. 006348 del 7 de mayo de 2008, se recomendó exigir a los propietarios del predio, donde funcionaban las actividades del chircal, la presentación del PMRRA ante la SDA, con el fin de que sea valorado e impuesto para su ejecución; sin embargo, este documento no ha sido entregado a la Autoridad Ambiental para su evaluación y aprobación y ésta a su vez no ha efectuado requerimiento o iniciado proceso sancionatorio por el incumplimiento a estas disposiciones. 

La respuesta dada a estas observaciones no se aceptan como quiera que son anteriores a la fecha cuestionada por este Organismo de Control, si se tiene en cuenta que el hecho constitutivo de presunto hallazgo se relaciona con no haber efectuado requerimiento o iniciado proceso sancionatorio por la no presentación del PMRRA.
· DM-06-07-2012, Fundación Centro de Trabajo Social los Chircales: Si bien es cierto que la Autoridad Ambiental inició procesos administrativos sancionatorios mediante los autos Nos. 1545 del 26 de diciembre de 2002 y 2870 del 4 de noviembre de 2003, por presunta violación de los Decretos Nos. 02 de 1982, 948 de 1995 y las resoluciones 222 de 1994 y 1277 de 1996, también lo es que dentro del expediente no se evidencian actuaciones procesales que den cuenta de los trámites adelantados por la misma, para la imposición de sanciones o multas generadas por el incumplimiento de los requerimientos efectuados por la Secretaría.

Además, el último concepto técnico emitido por la SDA fue el No. 550 del 22 de enero de 2004, en el cual se indicó que ninguno de los propietarios de los predios afectados había presentado el PMRRA, evidenciándose un reiterado incumplimiento a los requerimientos efectuados por la Autoridad Ambiental, sin que la misma haya materializado la multa en los procesos sancionatorios iniciados en años anteriores.

No se acepta la respuesta dada por la SDA, como quiera que este Ente de Control en ningún momento hizo pronunciamiento frente a desmantelar o no los hornos, más bien ha sido reiterativa en la observación relacionada con la no exigencia de la presentación de los PMRRA por parte de los representantes legales de las diferentes industrias y para el caso en especial la Fundación Centro de Trabajo Social los Chircales, que garantice la recuperación de los predios que han sido afectados por la actividad minera.

· DM-06-03-119, Arenera San Germán: Las últimas actuaciones que aparecen en el expediente son el informe técnico No. 625 del 30 de enero de 2003 y la Resolución-DAMA No. 944 del 4 de julio de 2003, por la cual se ordena el cierre definitivo de la actividad minera y se exige la presentación del PMRRA en un término de sesenta (60) días, a la fecha este documento no ha sido entregado y la autoridad ambiental no ha iniciado el respectivo proceso sancionatorio por el incumplimiento a tales disposiciones.

La respuesta dada a este hecho constitutivo de presunto hallazgo no se acepta como quiera que las actuaciones que refiere la Administración corresponden a fechas posteriores a la entrada en vigencia de la Ley 1333, esto es 21 de julio de 2009, es decir que con anterioridad a la misma la Autoridad Ambiental no adelantó actuaciones diferentes, cuando los actos cuestionados son del año 2001.
DM-06-97-11, Alfonso Mattus Predio Kodas o Cantera Santa Rosa de Limas: Mediante Resolución No. 1744 del 2 de diciembre de 2003 se sancionó a la firma Kodas S.A. con una multa equivalente a diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes, es decir, $3.320.480 pesos. 

En relación con este acto administrativo se evidencia un hecho irregular que amerita ser traído a colación y es que el recurso de reposición interpuesto el 18 de agosto de 2003, solo fue decidido a través de la resolución 0041 del 24 de enero de 2006, es decir, que la administración se tomó más de dos años. Además, no existen evidencias dentro del expediente que den cuenta de las actuaciones adelantadas por la SDA para lograr el pago de la misma y si ha sido necesario adelantar el cobro persuasivo o coactivo para su recaudo. 

La respuesta dada a las observaciones de este hecho constitutivo de presunto hallazgo, no corresponden a las inconsistencias determinadas por este Ente de Control, como quiera que la actuación que se objeta es la Resolución No. 1744 de 2 de diciembre de 2003 y no los actos administrativos relacionados por la SDA.  

· DM-06-04-692, Chircales Alfonso Restrepo: A la fecha este chircal no ha presentado el PMRRA requerido por la Autoridad Ambiental mediante el concepto técnico No. 4035 del 19 de mayo de 2004 y la Secretaría no ha iniciado proceso sancionatorio ante tal incumplimiento.

No se acepta la respuesta dada por la Administración como quiera que los actos administrativos que la misma trae a colación confirman la no iniciación de proceso sancionatorio por la no presentación del PMRRA, pese a reiterados incumplimientos de los requerimientos efectuados por la Autoridad Ambiental. 
· DM-06-02-129, Cantera Víctor Monastoque: No se ha realizado por parte de la SDA ninguna actuación jurídica frente al requerimiento 1439 del 25 de febrero de 2002, en el cual se da un término de sesenta (60) días para presentar el PMRRA.

La respuesta dada por la Autoridad Ambiental no se acepta como quiera que las observaciones dadas a esta cantera no se relacionan con la existencia o no de actividades de explotación minera, sino con la no presentación del PMRRA, pese a  que la Autoridad Ambiental ha proferido varios actos administrativos para su requerimiento (Resolución CAR No. 895 del 15 de junio de 1999, Requerimiento No. 1439 del 25 de febrero de 2002, entre otros); además la SDA cita conceptos técnicos y otros documentos que no obraban dentro del expediente al momento de su revisión y análisis y lo que es más grave, no aporta copia de los mismos. 
Adicionalmente, confirma la existencia de actividades artesanales que incrementan los efectos generados por la antigua explotación mecanizada que generan mayores riesgos de deslizamiento en las zonas aledañas, en especial sobre los habitantes del barrio Bella Flor.
Finalmente, se confirma que la entidad a la fecha no ha iniciado el respectivo proceso sancionatorio.
· DM-06-97-76, Ladrillera Morales: Mediante Resolución No. 1296 del 4 de junio de 2007 se abre investigación y se formula pliego de cargos, sin embargo, esta resolución solo se notifica el 28 de febrero de 2008 y se comunica sobre el requerimiento el 29 de mayo de 2008. 

No se acepta la respuesta dada por la Administración por considerar que la misma no desvirtúa la falta de actuaciones evidenciadas al momento de la revisión y análisis del proceso, como quiera que el termino establecido en la resolución 1296 era de tres meses y ha transcurrido más de un año sin que la SDA adopte las medidas que prescribe la Ley.

· DM-06-07-1454, Agregados Cantarrana S.A.: A través de la Resolución No.1956 del 13 de julio de 2007, se impone una multa por valor de $8.674.000 pesos, la cual debía ser cancelada en un término de cinco (5) días hábiles después de la ejecutoria de la misma, pese a ello, dentro del expediente no se evidencia su pago o si hubo necesidad de iniciar el cobro persuasivo o coactivo correspondiente.  
Evaluados los argumentos dados por la Autoridad Ambiental, a este hecho constitutivo de presunto hallazgo, no se acepta, pues si bien la Resolución No. 1956 del 13 de julio de 2007 fue modificada por la Resolución No. 4343 del 23 de diciembre de 2007, también lo es que según lo afirmado por la SDA en el párrafo final de la respuesta a la observación, se evidencia que el acto enunciado no ha sido notificado pese a que fue proferido en el año 2007, por ende, esta situación no puede ser tenida como un sinónimo de diligencia y oportunidad, máxime si se tiene en cuenta que han transcurrido más de dos años.   
Además, la entidad enuncia documentos que no se encontraron dentro del expediente y tampoco hacen parte de los soportes del escrito de respuesta. 

· DM-06-02-1113, Ladrillera los Tejares Ltda.: No se evidencia dentro del expediente que el proceso sancionatorio iniciado mediante la Resolución No. 1680 de 1999, haya arrojado la imposición de multa por incumplimiento reiterado en la presentación del PMRRA, o que evidencie el estado actual del proceso sancionatorio.

No se acepta la respuesta dada, por cuanto los argumentos presentados versan sobre aspectos diferentes a los que constituyen la base del hecho constitutivo de presunto hallazgo; adicionalmente, no se aportan documentos que soporten la imposición de multa alguna ante el incumplimiento de los requerimientos de la SDA. Por el contrario, se evidencia que la SDA debió dar inicio a un nuevo proceso sancionatorio en razón a que el cuestionado por este Ente de Control no arrojó los resultados esperados.  

· DM-06-07-2006, Chircal Vicente P. Torres: No se ha realizado por parte de la SDA ninguna actuación jurídica frente al requerimiento del PMRRA.

No se acepta la respuesta dada por la Administración, toda vez que esta permite evidenciar que a la fecha el Chircal continúa sin que se desarrollen las actividades de recuperación y restauración ambiental.  
· DM-06-07-2020, Chircal Fino Castellanos Salvador A. la fecha no se ha presentado el PMRRA requerido por la Autoridad Ambiental mediante Resolución 777 del 5 de junio de 2001 y no existe proceso sancionatorio por tal incumplimiento.

Este hallazgo se confirma como quiera que la Autoridad Ambiental no presentó respuesta frente al mismo.

· DM-06-02-401, Chircal los Pinos – Los Pinitos: No se ha realizado seguimiento por parte de la SDA al cumplimiento de las Resoluciones 1131 y 1132 del 18 de mayo de 2007, como quiera que el último concepto técnico es el 3463 del 18 de enero de 2007, según el cual aún se están realizando actividades de extracción y transformación y además, no se ha dado cumplimiento en la presentación del PMRRA; pese a ello, no se evidencia que la SDA haya iniciado proceso sancionatorio y mucho menos imposición de multas por este incumplimiento.  

Este hallazgo se confirma en razón a que la Administración solo profirió los autos Nos. 306 del 16 de enero de 2009 y el 380 del 22 de enero de 2009, mediante los  cuales se ordena la práctica de pruebas y se hace un requerimiento, dos años después de iniciado el proceso sancionatorio. 

De otra parte, la SDA enuncia actos administrativos que no se encontraron en el expediente al momento de su análisis y revisión y además no los aporta como prueba en la respuesta al Informe preliminar.  
· DM-06-07-1993, Chircal Alberto Camacho Alfonso: La Autoridad Ambiental no ha proferido acto administrativo mediante el cual requiera al propietario del predio por la no suspensión de actividades extractivas, la no presentación del PMRRA, a pesar de que estas recomendaciones se realizaron mediante el concepto técnico No. 550 del 22 de enero de 2004. Además desde esta fecha no se ha realizado visita de control y seguimiento por parte de la SDA.

No se acepta la respuesta toda vez que la SDA dejó pasar más de cuatro años sin proferir acto administrativo el cual se requiera nuevamente al representante legal del Chircal para la presentación del PMRRA, lo cual se confirma con la respuesta dada si s e tiene en cuenta que la Autoridad Ambiental hace referencia al concepto técnico No. 18156 del 27 de octubre de 2009 a través del cual se demuestra que el predio del chircal no está realizando actividades mineras de explotación, beneficio o transformación.
· DM-06-97-175, Ladrillera la Sexta: La última  visita realizada por la SDA fue la que dio origen al concepto técnico No. 6423 del 16 de julio de 2007, en la cual se estableció que se está incumpliendo la medida de suspensión de las actividades mineras en sus fases de explotación, beneficio y transformación y además, no se ha complementado el PMRRA;  igualmente, la SDA no efectuó un seguimiento ágil y oportuno a la Resolución No. 0980 del 22 de junio de 2001, a través de la cual se impuso una multa de $5.000.000 de pesos que debían ser cancelados cinco (5) días después de su ejecutoria, esta irregularidad se evidencio por cuanto no se encontró dentro del expediente prueba que evidencie el pago de la misma o en su defecto la iniciación del respectivo cobro coactivo.

No se acepta la respuesta en razón a que la Entidad hace alusión a documentos y actos administrativos que no obraban en el expediente, al momento de su revisión y análisis y además no los aporta en la contestación  dada al Informe Preliminar. 
· DM-06-04-694, Chircal José García: Dentro del expediente no se evidencia requerimiento frente a las actividades y presentación del PMRRA, pues la última visita técnica realizada corresponde al número la 4037 del 19 de mayo de 2004; además no existe acto administrativo mediante el cual se sancione el incumplimiento de los requerimientos efectuados por la Autoridad Ambiental.

No se acepta la respuesta dada por la Autoridad Ambiental, pues si bien la misma aporta fotocopia de la Resolución No. 1323 del 5 de junio de 2007, por la cual se abre una investigación y se formula un pliego de cargos en contra del señor José García Fúquene, también lo es que con posterioridad no existe actuación alguna, pese a que han transcurrido más de dos años. 
Igualmente, las evaluaciones hechas a los diferentes expedientes muestran que se omite dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 85 de la ley 99 de 1993, que señala las sanciones que se deben imponer mediante resolución motivada  según la gravedad de la infracción a la normatividad ambiental las cuales son: Sanciones y Medidas Preventivas. Dentro de las primeras se encuentran las multas, el cierre temporal o definitivo del servicio y dentro de las segundas se incluye la suspensión de actividades, para cuya imposición se deberá observar el procedimiento previsto por el Decreto 1594 de 1984, por remisión expresa que hace el Parágrafo 3º del citado artículo (hoy se debe aplicar lo dispuesto en la Ley 1333 de 2009, mediante la cual se establece el procedimiento sancionatorio ambiental y se dictan otras disposiciones).
Lo señalado denota falta de diligencia y oportunidad en los trámites adelantados por la administración de la SDA, desconociendo los principios de economía, celeridad y eficacia que deben regir las actuaciones administrativas, máxime si se tiene en cuenta que las conductas de los servidores públicos deben estar enmarcadas dentro de los parámetros de la diligencia y la oportunidad que exige la ley.  
En consecuencia, presuntamente se incumplen los literales a), e) y f) del artículo segundo de la ley 87 de 1993 relacionados con: Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten; asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros; definir y aplicar medidas para prevenir los riesgos, detectar y corregir las desviaciones que se presenten en la organización y que puedan afectar el logro de sus objetivos. Conducta que puede estar incursa en las causales disciplinables de la Ley 734 de 2002.

2.3.2.2. Hallazgo administrativo: Por falta de control y seguimiento a las multas impuestas a distintas industrias mineras.

Efectuada la verificación de los expedientes seleccionados en esta auditoría, se encontró que la Autoridad Ambiental no ha dado cumplimiento a lo dispuesto en la  Circular No. 000004 del 16 de julio de 2008, en lo que respecta al cobro persuasivo y la remisión a la Oficina de Ejecuciones Fiscales de la Dirección Distrital de Tesorería, para el respectivo cobro coactivo.

Lo anterior, teniendo como fundamento las inconsistencias detectadas en los procesos que se relacionan a continuación:

· DM-06-07-1454 de Agregados Cantarrana S.A.: Se encontró que la SDA profirió la Resolución No. 1956 del 13 de julio de 2007, mediante la cual se impone una multa por valor de $8.674.000, la cual debía ser cancelada en el término de cinco (5) días hábiles después de ejecutoriada la resolución; sin embargo, no existen dentro del proceso prueba que de cuenta de los trámites adelantados por la entidad, tendiente a lograr el pago de la misma, o la iniciación ya sea del cobro persuasivo o coactivo.
· DM-06-02-630, Cantera Santa Helena.: Si bien es cierto que la Autoridad Ambiental profirió los Autos Nos. 1121 y 1122 del 25 de junio de 2004, mediante los cuales inició proceso sancionatorio y formulo los siguientes cargos: Extracción en forma manual en zona incompatible sin poseer título minero y existiendo orden de cierre definitivo de la explotación de arena y piedra; por la no ejecución del PMRRA aprobado; por la no presentación del estudio geotécnico y la generación de impactos ambientales negativos; también lo es, que la única y última actuación adelantada por la SDA en este proceso es la notificación de los autos descritos .
· DM-06-97-142, Industria el Tabor Ltda.: En este expediente se profirió la resolución No. 1396 del 18 de julio de 2006 por la cual se decidió un proceso sancionatorio, se impuso una sanción pecuniaria de 20 salarios mínimos, esto es $8.160.000 pesos, providencia que  fue notificada personalmente el 18 de diciembre de 2008, cobrando ejecutoria el 26 de diciembre del mismo año, sin que en la actualidad dentro del proceso se evidencie si la misma ya fue cancelada, o si por el contrario la SDA adelantó el cobro persuasivo o remitió la documentación necesaria para que la Oficina de Ejecuciones Fiscales del D.C., diera inicio al respectivo cobro coactivo. 
· DM-06-97-144, Incegrap Ltda.: La Autoridad Ambiental profirió la Resolución No. 1139 del 18 de mayo de 2007, mediante la cual impuso multa por valor de $21.685.000 pesos, valor que debía ser cancelado cinco (5) días después de la ejecutoria (7 de septiembre de 2007), sin que en el expediente se evidencia que se haya efectuado el pago, o adelantado el cobro persuasivo o la remisión de la documentación a la Oficina de Ejecuciones Fiscales del D.C.
· DM-06-97-249, Cantera Limas: Se inició proceso sancionatorio mediante la Resolución No. 1119 del 25 de junio de 2004, por haber realizado explotaciones mineras, pese a encontrarse en una zona no compatible con actividades extractivas, generando impactos ambientales severos, se formulan cargos a través del auto 1120 del 25 de junio de 2004; sin embargo, la única actuación que ha realizado la Secretaría SDA es la notificación por edicto, pues si bien obra fotocopia del oficio No. 2008EE32562 del 24 de septiembre de 2008, en el cual se indica que a través de la resolución 1462 del 21 de julio de 2006 se le impuso una sanción por valor de $8.160.000 pesos, la misma no obra dentro del expediente. Además, no se evidencia dentro del éste actuación alguna que indique que la misma fue cancelada o si se inició  cobro persuasivo o remitió a la Oficina de Ejecuciones Fiscales del D.C.

Analizada la respuesta dada por la Autoridad Ambiental, el equipo auditor encontró procedente retirar la incidencia disciplinaria y mantener la administrativa, al considerar que si bien el término de cuatro meses señalado en la Circular No. 000004 del 16 de julio de 2008, para adelantar el cobro persuasivo de las multas relacionadas ya venció, también lo es que la Entidad aún tiene la oportunidad de adelantar los trámites necesarios que permitan remitir la documentación a la Oficina de Ejecuciones Fiscales de la Dirección Distrital de Tesorería, para que ésta a su vez inicie el respectivo cobro coactivo. 

Lo señalado denota falta de diligencia y oportunidad en los trámites adelantados por la administración, máxime si se tiene en cuenta que el término de duración del cobro persuasivo es de cuatro (4) meses a partir de la ejecutoria del respectivo acto ad-ministrativo, hechos estos que desconocen los principios de economía, celeridad y eficacia que deben regir las actuaciones administrativas, aún más si se tiene en cuenta que las conductas de los servidores públicos deben estar enmarcadas dentro de los parámetros de la diligencia y la oportunidad que exige la ley.  
En consecuencia, se incumplen presuntamente los literales a), e) y f) del artículo segundo de la ley 87 de 1993 acerca de: Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten; asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros, definir y aplicar medidas para prevenir los riesgos, detectar y corregir las desviaciones que se presenten en la organización y que puedan afectar el logro de sus objetivos. 

Analizada la respuesta dada por la Autoridad Ambiental, el equipo auditor encontró procedente retirar la incidencia disciplinaria y mantener la administrativa, al considerar que si bien el término de cuatro meses señalado en la Circular No. 000004 del 16 de julio de 2008, para adelantar el cobro persuasivo de las multas relacionadas ya venció, también lo es que la Entidad aún tiene la oportunidad de adelantar los trámites necesarios que permitan remitir la documentación a la Oficina de Ejecuciones Fiscales de la Dirección Distrital de Tesorería, para que ésta a su vez inicie el respectivo cobro coactivo. 

2.3.2.3. Hallazgo administrativo: Por falta de celeridad y oportunidad en las respuestas que se deben dar a las diferentes solicitudes presentadas por algunas industrias mineras. 
Revisados los expedientes que se relacionan a continuación, se encontraron actuaciones que distan de los principios de celeridad y economía consagrados en el artículo 3º del Código Contencioso Administrativo, así:   

· DM-06-99-99, de la Industria Concretos Premezclados S.A.: Se estableció que mediante comunicación No. 2003ER17460  del 3 de junio de 2003, la apoderada de esta firma solicitó la suspensión temporal del proceso administrativo que cursa en contra de la firma Concretos Premezclados S.A., hasta tanto se definiera el estado de emergencia ambiental o alerta roja previsto en el artículo 15 numeral 3 del Acuerdo 019 de 1995, en el área de influencia del Río Tunjuelo para atender el represamiento y aplazamiento de las aguas contaminadas y en descomposición generadas por inundaciones; petición que al parecer nunca fue atendida por la autoridad ambiental, como quiera que dentro del expediente no se encontró su respuesta.  
Además, el único concepto técnico que al parecer se emitió en relación con esta industria, es el No. 2943 del 4 de julio de 1999 y el requerimiento No. 15781 del 21 de junio del mismo año, al cual no se le ha efectuado seguimiento desde esta fecha.
Este hallazgo se confirma por cuanto la Administración no presentó respuesta alguna. 

· DM-06-97-09, Ladrillera Santa Fe: Pese a que la firma presenta entre otros, los estudios de calidad y emisiones durante los años 2006 y 2007 y efectúa el pago requerido por la ley, la SDA no ha efectuado la respectiva evaluación de los mismos, además no se ha adelantado visita técnica que permita evidenciar el avance en la ejecución del PMRRA presentado por la ladrillera, el 17 de noviembre de 2006. 
No se acepta la respuesta en razón a que transcurridos más de dos años, la Administración solo cuenta  con un proyecto de acto administrativo tendiente al desglose del expediente para que los documentos relativos a calidad de aire y emisiones atmosféricas puedan ser anexados al expediente DM-02-97-09, bajo el cual deben surtir su trámite.

· DM-06-02-62, Ladrillera Prisma S.A.: Mediante auto No. 0799 del 4 de junio de 2007, se inicia el trámite para evaluar el Plan de Manejo Ambiental y se profiere el concepto No. 7091 del 31 de julio de 2007, en el que se indica que el citado plan se encuentra en proceso de evaluación; sin embargo, no se encontró documento que indique si el mismo fue o no aprobado por la SDA.

De otra parte, la industria presentó solicitud de permiso de vertimientos, aportando los correspondientes documentos, pero en el expediente no se evidenció pronunciamiento alguno por parte de la Autoridad Ambiental.

No se acepta la respuesta dada por la Autoridad Ambiental, en razón a que la misma se fundamenta en actos administrativos que no obraban en el expediente al momento de efectuar la revisión de análisis y además, no los aporta en la respuesta al Informe Preliminar para su respectivo estudio. 

De otra parte, así quisiéramos tenerlos como prueba, podríamos evidenciar que el término transcurrido entre las diferentes actuaciones, es superior a dos años, lo cual dista de los principios de celeridad y economía consagrados en el artículo 3º del Código Contencioso Administrativo – CCA.
· DM-06-97-246-A, Concretos Cornex – Planta Sur: En este expediente  no reposan actuaciones posteriores al año 2004 que evidencien el control y seguimiento a las actividades mineras que adelanta esta industria. 

Este hallazgo se confirma por cuanto la Administración no presentó respuesta alguna. 

· DG-08-3523, Cemex Concretos de Colombia S.A.: Este expediente fue remitido por la CAR el 6 de octubre de 2008 a la SDA y hasta la fecha no ha habido pronunciamiento alguno frente al estado del mismo, como quiera que no se ha realizado ningún seguimiento.
Se acepta la respuesta dada por la Administración, pese a que los documentos en que se soporta no obraban dentro del expediente y además no fueron aportados para su revisión y análisis, por considerar que el tiempo transcurrido entre estas actuaciones no es superior a un año.

· DM-06-02-144, Chircal Libardo Castillo: Se desconocen las circunstancias técnicas y ambientales actuales debido a que la última visita que se realizó al predio fue el 19 de mayo de 2004.
No se acepta la respuesta dada por la Administración como quiera que transcurrieron más de tres años para que la Administración efectuara seguimiento y control al Chircal Libardo Castillo;  además, los actos administrativos en que se soporta la contestación al Informe Preliminar no obraban en el expediente al momento de su revisión y análisis y lo que es más grave, no se aportan para su revisión y análisis.
· DM-06-02-124, Cantera la Quebrada: El DAMA (hoy Secretaría Distrital de Ambiente),  profirió auto No. 603 del 2 de marzo de 2005, mediante el cual se inició proceso sancionatorio y se formularon cargos y solo hasta el año 2008 se emitió el auto No. 2761 del 17 de octubre de 2008 por el cual se decretan pruebas. 

No se acepta la respuesta en razón a que transcurridos más de un año, la Administración solo cuenta con proyectos de actos administrativos tendientes a declarar la exoneración de responsabilidad de los señores Fernando Ruiz y Carlos Arturo Ruiz, en su calidad de presuntos propietarios de la Cantera la Quebrada, la modificación  del auto No. 063 del 2 de marzo de 2005 y la imposición de medidas preventivas.  
Lo señalado denota falta de diligencia y oportunidad en los trámites adelantados por la administración, desconociendo los principios de economía, celeridad y eficacia que deben regir las actuaciones administrativas, máxime si se tiene en cuenta que las conductas de los servidores públicos deben estar enmarcadas dentro de los parámetros de la diligencia y la oportunidad que exige la ley.  
En consecuencia, presuntamente se incumplen los literales a), e) y f) del artículo segundo de la ley 87 de 1993 referentes a: Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten; asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros, definir y aplicar medidas para prevenir los riesgos, detectar y corregir las desviaciones que se presenten en la organización y que puedan afectar el logro de sus objetivos.
2.3.2.4. Hallazgo administrativo con Incidencia disciplinaria y fiscal: Por la pérdida de fuerza ejecutoria de algunos actos administrativos proferidos por la CAR, que fueron trasladados en los años 2002 y 2003, al DAMA (Hoy Secretaría Distrital de Ambiente), por competencia.
En la revisión de los sesenta (60) expedientes de minería que realizó el equipo auditor se encontró que la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca – CAR, tuvo la competencia para ejercer el control y la vigilancia sobre la explotación minera efectuada por Arenerz, Ladrillera la Sexta, Cantera la Pisinga, Recebera Villa Gloria y Ladrillera Esperanza del sur hasta el año 2003, cuando estos predios quedaron incluidos dentro del perímetro urbano de Bogotá, según  el POT – 2000, en esta vigencia la Corporación profirió entre otros los actos administrativos que se enuncian a continuación:

CUADRO NO. 1
MULTAS CON PERDIDA DEN FUERZA EJECUTORIA
	Expediente
	Industria
	Resolución No.
	Valor Multa $
	Fecha  Notificación
	Fecha Ejecutoria

	DM-06-02-504
	ARENERZ
	SDJ No. 1909 del 22 -11 - 00
	$14.565.000
	10-01-01
	02 -09 -03 

	DM-06-02-504
	ARENERZ
	0866 del 06-06-01
	$1.300.000
	28-09-01
	08-10-01

	DM-06-02-126 y DM-08-04-754
	Cantera la Pisinga
	2072 del 26 – 12- 00
	2.000.000
	16-01-01
	24 – 01- 01

	DM-06-02-136 y DM-08-04-512
	Recebera Villa Gloria
	1903 del 22 – 11-
	10.0000.000
	19-12-00
	20-02-02

	DM-06-02-506
	Ladrillera Esperanza del Sur
	1781 del 26 – 10-00
	5.000.000
	27 – 11 - 00
	06 – 12 – 00

	DM-06-97-175
	Ladrillera la Sexta
	0980 del 22 – 06 - 01
	5.000.000
	Sin notificación
	

	TOTAL.                                                                   $37.865.000


Fuente: SDA

Las multas relacionadas con anterioridad, al parecer no fueron canceladas en su oportunidad, tal afirmación al encontrar que dentro del expediente no obra documento alguno que de cuenta de esta actuación; además, no se evidencia que la SDA haya adelantado lo trámites necesarios para efectuar su recaudo.

En consecuencia, es dado señalar que los actos administrativos citados, tiene más de cinco años de haber quedado ejecutoriados y en firme, sin que se haya recibido su pago o se haya dado inicio el Procedimiento Administrativo de Cobro Coactivo  señalado por la Ley. Por lo tanto, la Administración en los años 2005, 2006, 2007 y 2008, perdió la posibilidad de hacer efectivo el crédito que existía a su favor, razón por la cual estos actos administrativos, ya no constituyen título ejecutivo de conformidad con lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 66 del Código Contencioso Administrativo. 

Circunstancias estas que nos llevan a concluir que en los hechos descritos con anterioridad hubo un presunto incumplimiento del artículo 7º del Decreto 066 de febrero 15 de 2007 “Por el cual se establece el Reglamento Interno de Recaudo de Cartera en el Distrito Capital y se dictan otras disposiciones”, del parágrafo del Artículo 2 de la Resolución No. 2331 del 13 de agosto de 2007 y  del numeral 3 del Artículo 66 del Código Contencioso Administrativo, que generan un daño patrimonial a las arcas de la entidad en cuantía de $37.865.000, de conformidad con lo establecido en el artículo 6 de la Ley 610 de 2000.
Además, se incumplen presuntamente los literales a), e) y f) del artículo segundo de la ley 87 de 1993 acerca de: Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten; asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros, definir y aplicar medidas para prevenir los riesgos, detectar y corregir las desviaciones que se presenten en la organización y que puedan afectar el logro de sus objetivos. Conducta que puede estar incursa en las causales disciplinables de la Ley 734 de 2002.

Una vez analizadas las respuestas dadas por la Autoridad Ambiental al hecho Constitutivo de presunto hallazgo disciplinario y fiscal, el cual se relaciona con la responsabilidad de los funcionarios que ocasionaron la pérdida de fuerza ejecutoria de los actos administrativos enunciados en el cuadro anterior, podemos indicar que este equipo auditor tendrá en cuenta la fecha de ocurrencia del hecho y los servidores públicos que se encontraban vinculados a la Entidad y que tuvieron una participación directa en el acaecimiento de los mismos y con fundamento en ello remitirá el nombre y datos de los presuntos responsables, a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá, en su oportunidad. 
En consecuencia de lo anterior, el hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria y fiscal se mantiene.  
2.3.2.4. Hallazgo administrativo: Al no exigir a las industrias mineras la  presentación de la póliza que garantice el cumplimiento del PMA. 

Revisados los diferentes expedientes se encontró que la Autoridad Ambiental ha hecho caso omiso a lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley 99 de 1993, el cual a la letra reza: “En la explotación minera a cielo abierto se exigirá, la restauración o la sustitución morfológica y ambiental de todo el suelo intervenido con la explotación, por cuenta del concesionario o beneficiario del título minero, quien la garantizará con una póliza de cumplimiento o con garantía bancaria. El Gobierno reglamentará el procedimiento para extender la póliza de cumplimiento o la garantía bancaria”.  Ejemplo de ello, es el expediente de la industria Alfonso Mattus Predio Kodas o Kodas Cantera Santa Rosa de Limas, en la cual se le exigió al propietario expedir a favor del DAMA, una póliza de garantía de cumplimiento por el 30% del PMRRA por valor de $1’000.000.000 de pesos,  la cual nunca fue aportada y a su vez la Secretaría no ejerció el respectivo requerimiento. 

Lo señalado denota falta de diligencia y oportunidad en los trámites adelantados por la administración, desconociendo los principios de economía, celeridad y eficacia que deben regir las actuaciones administrativas, máxime si se tiene en cuenta que las conductas de los servidores públicos deben estar enmarcadas dentro de los parámetros de la diligencia y la oportunidad que exige la ley.  
En consecuencia, se incumplen presuntamente los literales a), e) y f) del artículo segundo de la ley 87 de 1993 acerca de: Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten; asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros, definir y aplicar medidas para prevenir los riesgos, detectar y corregir las desviaciones que se presenten en la organización y que puedan afectar el logro de sus objetivos. 

Analizada la respuesta emitida por la Autoridad Ambiental frente a este hecho constitutivo de presunto hallazgo, es pertinente indicar que el equipo auditor comparte lo manifestado por la Administración cuando indica que el artículo 60 de la Ley 99 de 1993, aplica en la imposición de los Planes de Manejo Ambiental – PMA y no en los Planes de Manejo, Recuperación y Restauración Ambiental – PMRRA;  sin embargo, considera procedente mantener el hallazgo administrativo al encontrar que si bien en el Informe Prelimar se cito a la industria minera Alfonso Mattus Predio Kodas o Kodas Cantera Santa Rosa de Limas, ello fue a manera de ejemplo. Además porque revisados los expedientes con título minero (Cemex, Ladrillera Prisma, Ladrillera Alemana Ltda., Ladrillera Zigurat Ltda., Ladriellera Helios S.A., Ladrillera Yomasa, entre otras), no se encontró evidencia de la póliza de garantía y a su vez la Entidad en su escrito de contestación no las aporta para demostrar el cumplimiento a la disposición legal  citada (Artículo 60 de la Ley 99 de 1993). 
2.3.3. Componente Financiero
En relación con este componente de integralidad es pertinente indicar que si bien fue excluido del memorando de planeación en cumplimiento de los dispuesto en la Circular No. 005 del 9 de septiembre de 2008, de la Contraloría General de la República, en la cual se establece entre otros que el citado ente de control es el competente para efectuar el seguimiento y control de estos recursos y además por que según el Concepto 16000-593-06 del 6 de octubre de 2009 emitido por la Oficina Asesora Jurídica de la Contraloría de Bogotá, se recomienda suspender cualquier actuación en el tema, hasta tanto se obtenga concepto del Consejo de estado, también lo es que el equipo auditor encontró procedente tomar algunos datos de este componente por cuanto hacen parte de las metas de los dos últimos planes de desarrollo que se señalan a continuación:

a. Plan de Desarrollo “Bogotá Sin Indiferencia”, Proyecto 300: Control de factores de deterioro ambiental y del hábitat”, cuya meta señala el realizar el seguimiento y control a 20 de los Títulos Mineros vigentes de competencia de la SDA, la cual lleva consigo establecer la gestión a la verificación del monto para la correcta autoliquidación y pago de regalías a cargo de las industrias mineras de tipo legal, es decir con título o permiso minero, por concepto de la explotación de arcillas, recebo, arena y grava. 
b. Por considerar importante  que la ciudad y el Honorable Concejo dela ciudad conozca el comportamiento de estas explotaciones; los recursos que se recaudan en contraprestación a la actividad minera y sus efectos ambientales y las inconsistencias que se presentan en la ejecución de la misma, resultados igualmente serán puestos en conocimiento de la CGR para efectos de los establecido en la circular antes citada.

2.3.3.1. Hallazgo administrativo: Ante la necesidad de acciones y mecanismos que motiven al Ministerio de Minas a modificar los precios de los materiales de construcción a boca de mina y de esta manera haya un pago más justo y mayor racionalidad y equidad entre lo que ingresa al distrito y el pasivo ambiental que deja la minería.

De acuerdo la información suministrada por la Secretaría de Ambiente en el oficio 2009EE51858 del 20 de noviembre de 2009 “De conformidad con lo establecido en el Decreto 070 de 2001 en su artículo 5 numeral 22, al Ministerio de Minas y Energía, en ejercicio de sus funciones, le corresponde fijar los precios de los diferentes minerales para efectos de la liquidación de regalías. Mediante resolución 8-0760 del 27 de junio de 2001, el Ministerio de Minas y Energía determinó los criterios que deben tenerse en cuenta para la fijación del precio base de los minerales para la liquidación de las regalías”. 
La Resolución 054 de julio 30 de 2009 establece para los materiales de construcción que se extraen en la cuidad los siguientes precios, en boca de mina:

a. Arcillas bentoníticas:
$   9.211  por tonelada 

b. Arcillas caoliníticas:   
$ 16.773  por tonelada

c. Arcillas cerámicas:

$    4.743 por tonelada

d. Arcilla misceláneas:
$    4.743 por tonelada

e. Gravas de cantera:

$  10.486 por metro cúbico

f. Gravas de río:

$    5.104 por metro cúbico

g. Arena de cantera:

$    7.856 por metro cúbico

h. Arena de río:


$    5.243 por metro cúbico

i. Recebo:


$    2.284 por metro cúbico 

La Secretaría Distrital de Ambiente tiene la función de verificación de los montos de explotación minera mientras que la función de recaudo es realizada por la Secretaría Distrital de Hacienda. Las empresas con título minero, concesión o permiso que han venido pagando regalías son: 

· LADRIELLERA PRISMA 

· CANTERA VILLA PAULA

· LADRILLERA GUIZOR

· LADRILLERA HELIOS

· CANTERA CERRO COLORADO

· LADRILLERA ZIGURAT

· LADRILLERA YOMASA

· LADRILLERA SANTAFE

· SUMICOL

· LADRILLERA ALEMANA

· ANAFALCO

· ANAFALCO

· SOCIEDAD MINERA SANTA MARTHA

· CONSTRITURAR

· CEMEX

· HOLCIM

· CEMEX

· FUNDACIÓN SAN ANTONIO

Los valores cancelados en los años 2007, 2008 y en el 2009 faltando varios meses de este, aparecen en las siguientes tablas:

CUADRO No. 2

PRODUCCIÓN DE MATERIALES Y VALOR LIQUIDADO CANCELADO POR REGALIAS MINERAS EN EL DISTRITO CAPITAL AÑO 2007 A 2009

	MATERIALES
	ARENA (M3)
	ARCILLA

(TON)
	GRAVA

(M3)
	RECEBO

(M3)
	VALOR

	AÑO 2008
	376.714
	1.054.908
	2.025.397
	498.262
	$267.291.856

	Año 2009
	381.975
	969.977
	1.973.660
	474.316
	$267.396.305

	Corrido de 2009

	201.106
	432.501
	651.134
	150.455
	$101.530.149


Fuente: SDA

Este hecho de tipo meramente administrativo desatiende los artículos 1º, 2º y 4º de la ley 87 de 2003. Como se denota, a pesar del pasivo ambiental que dejan las explotaciones mineras es poco el valor cancelado por concepto de regalía y a la fecha no se denota una labor específica por parte de la autoridad ambiental que lleve al Ministerio de Minas a valorar tal situación la cual es inequitativa con una ciudad que entrega sus recursos mineros a cambio de muy poco y de paso se le generan delicados problemas ambientales, producto de las actividades que estas industrias modifique estos valores, ello como parte de la salvaguarda y defensa de los bienes y activos naturales de Bogotá D.C. 

De esta situación será enterada la Contraloría General de la República para que como parte de sus labores de control fiscal lleve a que se desarrolle una gestión que facilite modificar estos valores y de esta manera haya mayor reciprocidad con los recursos naturales que se explotan y/o aprovechan.

Analizada la respuesta es claro que si bien la SDA no es competentes para determinar los precios base de la liquidación, si puede, en atención a sus funciones, considerando la inequidad existente entre las regalías y el pasivo ambiental que esta actividad deja, proceder de oficio a los entes competentes como parte del principio de concurrencia; por tanto este hallazgo queda en firme y adicionalmente en lo pertinentes se dará a conocer a la Contraloría General de la República, tal como se anotó. 

2.3.3.2. Hallazgo administrativo: Diferencias encontradas en los pagos resultantes de las cantidades establecidas topográficamente con las reportadas en los formularios de autoliquidación del pago de regalías mineras.

Conforme a la información en la que este Organismos de Control Fiscal solicita precisar las causas por las cuales se presenta una diferencia entre las cantidades de materiales de construcción extraídas y calculadas por la SDA y las efectivamente canceladas, esta entidad mediante oficio 2009EE51858 del 20 de noviembre de 2009 indica: “Es preciso establecer que en el momento de realizar la comparación de los volúmenes obtenidos por la SDA por medio de levantamientos topográficos con las cantidades liquidada por las empresas mineras por concepto de regalías han surgido varios inconvenientes entre los cuales están:

· El volumen obtenido topográficamente por la SDA contiene todo el material removido del frente de explotación, de acuerdo al artículo 227 de la Ley 685 de 2001, la regalía se paga con base únicamente en el mineral extraído aprovechable, excluyendo cobertura vegetal, suelos orgánicos y estériles.

· Se hace necesario que las empresas mineras tengan en cuenta el material que se encuentra en los patios de maduración, patios de secado y producto terminado, puesto que topográficamente la SDA está calculando todo el material removido del frente de explotación y las empresas mineras liquidan trimestralmente sus regalías con base en el material comercializado y en algunos casos con base en el material removido del frente de explotación, existiendo una gran variedad de metodologías utilizadas para dicha liquidación, generando todo esto un alto grado de incertidumbre.

· Expansión del material al ser extraído del frente de explotación”.

Vale la pena mencionar que el artículo 360 de la Constitución Política establece que los departamentos y municipios en cuyo territorio se adelanten explotaciones de recursos naturales no renovables, tienen derecho a participar en las regalías que se causan a favor del Estado como contraprestación económica y en las compensaciones que por dicha causa se pacten. En desarrollo de lo anterior, el artículo 28 de la Ley 141 de 1994 estableció que los departamentos y municipios participarán en las regalías y compensaciones monetarias provenientes de la explotación de los recursos naturales no renovables realizada en sus respectivos territorios. A través del Decreto 145 de 1995, se reglamentó parcialmente la Ley 141 de 1994 con respecto a la liquidación, recaudo, distribución y transferencia de las regalías derivadas de la explotación de minerales. 

El valor de las regalías por explotaciones mineras, conforme al inciso g),  del artículo 3º de la Ley 141 de 1994, se calcula así:

V= C*P*R; donde:
V es igual al valor de la regalía a pagar;

C= Cantidad de mineral explotado** 

P= Precio base de mineral fijado por el Ministerio de Minas y Energía para la liquidación de regalías 

R= % de la regalía fijado para el respectivo mineral

En el Distrito Capital se genera el pago de las regalías por la explotación de arcilla y de materiales de construcción (gravas, gravilla y arena) que efectúan las diferentes industrias extractivas mineras. Conforme a ello, este Organismos de Control hallo serias diferencias entre los volúmenes calculados en desarrollo de las labores de control a la industria minera por parte del equipo encargado de dar cumplimiento al Decreto 129 de 2004 y las autoliquidaciones por parte de las industrias mineras legales de la ciudad, como consecuencia de las situaciones expresadas en el oficio de la SDA.

Esto se debe, probablemente, a la falta de una gestión, por parte de la autoridad ambiental, que permita definir estrategias, lineamientos y mecanismos que faciliten tener una base mucho más real entre los montos o cantidades obtenidas topográficamente con las reportadas en los formularios de autoliquidación para el pago de regalías.

Lo anteriormente señalado desatiende los numerales 2º y 4º de la Ley 87 de 1993 y el Decreto 129 de 2004 hecho que conlleva a que se posibilite a que paguen cantidades diferentes a las realmente extraídas y sean menos los recursos económicos que ingresan a la ciudad, por lo cual debe haber una gestión específica que permita que las cantidades explotadas sean las canceladas. 

El hecho evidenciado no indica que  la SDA este dejando de atender las gestiones para dar cumplimiento a la delegación dada en el Decreto 129 de 2004 tal como lo indica la respuesta; la condición de éste se refiere a las diferencias existentes entre lo determinado por la autoridad ambiental conforme a sus procedimientos y los montos establecidos en las autoliquidaciones por quines pagan regalías mineras, por lo cual al no ser desvirtuada la esencia del mismos éste queda en firme.

2.3.4. Componente  de Seguimiento y Control

A través de este se evalúo la labor de planeación, coordinación, seguimiento y control e intervenciones tanto de la autoridad ambiental como policiva, relacionadas con el desarrollo de la industria extractiva minera en la ciudad, así como el cumplimiento efectivo a los Planes de Recuperación y Restauración Morfológica y Ambiental, conforme a las exigencias y requerimiento de la SDA a las industrias que han ejercido actividad minera. 

2.3.4.1. Hallazgo administrativo: Falta de Requerimientos para la Presentación de los PMRRA
Conforme a la información analizada y el listado de las industrias mineras bajo la competencia ambiental de la SDA se halla que esta entidad no ha exigido a la fecha, requerimiento para la presentación del Plan de Manejo, Recuperación y Restauración Ambiental- PMRRA, a tres industrias mineras.

· CIUDAD BOLÍVAR
CANTERA UNIDAS LAS ESMERALDA

· USAQUEN

ANTIGUA CANTERA DE LA CARRERA 6 No. 175-16

· SANTA FE

PREDIO AGUAS LIMPIAS

Sobre este hecho es de anotar que la Resolución 1277 del 26 de noviembre de 1996, la cual modifica parcialmente la Resolución 222 de 1994, resuelve en su artículo 2: “Modifícase el artículo 7 de la Resolución No. 222 del 3 de agosto de 1994, el cual quedará así: Las explotaciones mineras de materiales de construcción que se encuentren en zonas incompatibles con la minería, de acuerdo a la delimitación hecha en el artículo cuarto de la Resolución 222 de 1994 y que no cuenten con permisos, licencias o contratos de concesión vigentes, otorgados por el Ministerio de Minas y Energía, serán cerradas definitivamente.
Acto seguido señala “Para llevar a cabo la restauración ambiental y morfológica de la zona intervenida, la autoridad ambiental competente establecerá o impondrá un Plan de Manejo, Recuperación o Restauración Ambiental, en los términos y condiciones establecidos en esta Resolución.

Los materiales extraídos durante la ejecución del Plan de Manejo, Recuperación o Restauración Ambiental, establecido o impuesto por la Autoridad Ambiental competente podrán ser comercializados.

Parágrafo: Quedan incluidas en esta disposición, las actividades mineras de hecho de pequeña minería extractivas de materiales de construcción que se encuentren en zonas incompatibles con la minería aún cuando hayan solicitado su legalización en los términos establecidos en la Ley 141 de 1994 y Decreto 2636 de 1995”.

Si bien, no se ha establecido o impuesto el PMRRA, la SDA, conforme a sus funciones y  como parte de su gestión, debe requerir su presentación; ello teniendo en cuenta que estas personas naturales o jurídicas que realizaron actividades mineras no lo hicieron conforme a la normatividad y los tiempos fijados. En este caso la SDA debió requerirlas en forma oportuna una vez vencidos los plazos establecidos, los cuales fueron ampliados por la Resolución 803 de 1999, por medio de la cual se modifica parcialmente la Resolución 1277 de 1996.

En consecuencia de lo anterior es pertinente indicar que la SDA ha incumplido lo señalado en la citada Resolución 1277 de 1996, en la cual se indica que estas industrias  “(…) Para llevar a cabo la restauración ambiental y morfológica de la zona intervenida, la autoridad ambiental competente establecerá o impondrá un Plan de Manejo, Recuperación o Restauración Ambiental”.  

El artículo 5 señala: “Las personas naturales o jurídicas que se encuentren cobijadas por la presente Resolución, serán responsables administrativa, civil y penalmente por el incumplimiento de las obligaciones derivadas del Plan de Manejo y Restauración Ambiental y de la normatividad vigente”. (El subrayado es nuestro).

Es claro que la SDA como autoridad ambiental y en compensación a los daños ambientales ocasionados como producto de esta actividad debió, según sus funciones, normadas en los Decretos 561 de 2006, 109 y 115 de 2009 y lo señalado en las Resoluciones 1277 de 1996 y 803 de 1999, exigir las  acciones de  recuperación y restauración ambiental. 

Así mismo se desatienden varios principios contemplados por la Ley 99 de 1993, entre ellos el de gradación normativa, rigor subsidiario y precaución, que conlleve a que se tomen medidas específicas que permitan requerir estos planes y de esa manera la actividad extractiva se de bajo mayores criterios de sostenibilidad y con el seguimiento puntual de la autoridad ambiental urbana. Es preocupante que la SDA luego de años de actividad, vigencia y postergación de algunas normas como las resoluciones citadas y en atención  a sus funciones, no haya requerido a las industrias mencionadas el Plan de Manejo, Recuperación y Restauración Ambiental, a pesar de estar vencida la ampliación dada por las normas en comento, para la presentación del mismo. 

La situación generada por la extracción minera y la no exigencia de los planes ha conllevado al deterioro de los recursos naturales existentes en el área afectada y sectores circundantes. Hay una ostensible alteración del suelo; los cuerpos de agua, el aire, la flora y la fauna, además de la afectación paisajística y la pérdida de las geoformas iniciales del terreno, por cuanto se esta actividad ha generado pérdida de cobertura vegetal hábitat para la fauna y avifauna del lugar; alteración y modificación de las condiciones morfológicas de la zona; cambios en la dinámica natural de los cuerpos  y cursos de  agua superficiales y subterraneas y presencia de material particulado, entre otras.

El no exigir el desarrollo de estos planes hace que  se de un alto flujo de detritus y caida de material rocoso; inestabilidad de taludes así como agrietamientos e infiltración de aguas que pueden posibilitar eventos de remoción en masa, con evidente situación de amenaza y riesgo. Igualmente, afectación de la calidad de vida de los ciudadanos residentes en áreas cercanas a dichas explotaciones. 

La respuesta no contiene soporte alguno que evidencie que Canteras Unidas La Esmeralda fue puesto bajo la competencia ambiental de la CAR y que fueron requeridos los PMRRA del Predio Aguas Limpias y de la Antigua Cantera de la Carrera 6, por lo cual éste hallazgo queda en firme.

2.3.4.2. Hallazgo administrativo: Por actividad minera, en zona no compatible con la minería, fue requerido el PMRRA, presentado, no aprobado y siguen explotando.

Se encuentra, conforme a la información analizada y las visitas efectuadas, que las siguientes industrias mineras del listado de expedientes activos en la SDA están activas al desarrollar procesos extractivos; se hallan en zona no compatible con la minería y no tienen título, permiso o autorización de explotación minera. 

A éstas la autoridad ambiental les requirió la presentación del PMRRA, fue presentado más no aprobado y aunque se le impuso medida preventiva de suspensión de actividades, se verifico que, a la fecha, continúan con sus actividades.

USME


LADRILLERA EL MONASTERIO  

USME


FÁBRICA ALQUIGRES LTDA

USME


LADRILLERA FRAMAR 

USME


FAMORÚ LTDA HOY LADRILLERA HELIUS 

USME


LADRILLERA LOS OLIVARES

USME


LADRILLERA EL MIRADOR 

USME


LADRILLERA EL ROGAL

USME


LADRILLERA LA SEXTA

SAN CRISTÓBAL
FÁBRICA DE LADRILLO EL PROGESO

Según la información analizada, lo encontrado en las visitas realizadas y registrado en diversas fotografías evidencia que esta labor continúa de manera ilegal, a pesar las acciones de la autoridad ambiental sin haber presentado nuevamente el PMRRA, en una clara evasión a los requerimientos efectuados.  

Los hechos descritos transgreden lo estipulado en el artículo 61 de la Ley 99 de 1993; la Resolución 222 de 1994, aclarado por la Resolución 249 de 1994, artículo 3 que determina: “Las actividades mineras que se encuentren fuera de las zonas compatibles con la minería delimitadas en el artículo 5 de la presente resolución, y al momento de la expedición de ésta no cuenten con los permisos, concesiones, contratos o licencias vigentes otorgados por el Ministerio de Minas, serán cerradas definitivamente, sin perjuicio a las demás sanciones legales a que haya lugar”.(El Subrayado es nuestro).

De otra parte, al no ejecutarse el PMRRA, se incumple, los artículos 2º, 4º y 5º de la Resolución 1277 del 26 de noviembre de 1996, así como lo normado en el artículo 3º de la Resolución 803 de 1999. 

La exigencia de los PMRRA no pueden ser eternas, facilitando de paso que se siga con una actividad minera que viene de años y que puede continuar por otros tantos aumentando el pasivo ambiental y ahondando los problemas que ésta ocasiona al entorno natural; por tanto es necesario la adopción de nuevas medidas a la luz de lo normado y de las obligaciones ambientales establecidas para los mineros.

Los frentes de explotación señalados se hallan ubicados en estas áreas de  suspensión de actividades. La situación anterior ha conllevado a la explotación minera antitécnica, indiscriminada y desordenada de materiales para la industria de la construcción en el Distrito Capital y al deterioro ambiental manifiesto en impactos sobre los recursos suelo, agua, aire, flora, fauna y paisaje.

No se dio respuesta alguna por parte de la Secretaría Distrital de Ambiente a este hallazgo por lo cual queda en firme.

2.3.4.3. Hallazgo administrativo: Industrias con legalidad minera; con PMA presentado, no aprobado y siguen explotando.

Analizados los expedientes y conforme a las visitas técnicas efectuadas se encuentra que seis (6) industrias extractivas, Cemex, Ladrillera Prisma, Ladrillera Alemana Ltda., Ladrillera Zigurat Ltda., Ladriellera Helios S.A., Ladrillera Yomasa que desarrollan labores en el Parque Minero Industrial de Usme, y que son legales, por cuanto poseen título minero, contrato, permiso o concesión, presentan el PMA, la SDA no los aprueba y siguen en actividad sin que se imponga medida alguna a la fecha, tal como se corroboró en los expedientes y en visita efectuada el pasado 20 de noviembre del año en curso. Este hecho provoca que la actividad minera se desarrolle sin contemplar algunas medidas necesarias de manejo ambiental como se evidencio en desarrollo del proceso auditor.  

De esta manera se transgrede el artículo 5º de la Resolución 222 de 1996 y lo normado en la Resolución 803 de 1999, por medio de la cual se modifica parcialmente la Resolución 1277 de 1996. 

Se concluye que las citadas industrias aunque se hallan en zonas compatibles con la minería conforme a la reglamentación de los usos del suelo establecidas en el Plan de Ordenamiento de Bogotá, no tienen oficialmente aprobado el PMA y por ende ejecutan sus actividades a libre voluntad, decisión y albedrío. Para el caso citado, si bien fueron presentadas las labores de reconformación de los taludes explotados, el manejo ambiental que se ejecuta no tiene el aval de la autoridad ambiental.

Como resultado de las visitas administrativas fiscales efectuadas por este ente de control se  establecen que las labores de manejo no están supeditadas al control de la autoridad ambiental y por ende se dificulta su control y seguimiento.

Es cierto que la Resolución 1197 de 2004 señala un periodo para la presentación de los PMA; aún así, luego de un lapso suficiente de tiempo las actividades siguen ejecutándose sin que la SDA los haya aprobado o solicitado complementación; por ende, es importante que siendo ésta quien debe pronunciarse frente a los mismos, lo haga oportunamente de tal forma que se pueda hacer los correspondientes controles y seguimientos, conforme al tipo de explotación adelantada. De otra parte, la SDA es la autoridad que rige la actividad minera de las industrias legales citadas con antelación por lo cual, en caso de incumplirse sus requerimientos, tiene la potestad de imponer las medidas que sean de su competencia. Al no desvirtuarse los hechos mencionados éste queda en firme.

2.3.4.4. Hallazgo administrativo: Por industrias con ilegalidad al estar en zona no compatible con la minería; no han presentado el PMRRA exigido y a pesar de tener medida de suspensión de actividades continúan con sus proceso extractivos de manera ilegal. 
Del listado de industrias mineras las que aparecen en el listado siguiente son las que presentan mayores problemas legales técnicos y ambientales, por ser ilegales, estar activas y haber hecho caso omiso de la presentación de los PMRRA. Son estas:

· USME


FABRICA DE TUBOS SANTA ISABEL

· USME


INDUSTRIAS GRESQUÍ

· USME


LADRILLERA ROA

· USME 


LADRILLERA LOS CEREZOS

· USME


LADRILLERA SAN ROQUE

· USME


TRITURADOS EL PORVENIR HOY AGRECAR

· USME 


CHIRCAL TERESA SILVA

· USME


CHIRCAL JACINTO RIAÑO Y CLEMENTINA SIABATO

· USME


CHIRCAL JACINTO RIAÑO Y MARCOS MENDEZ

· USME


PREDIO LA PERDIGONA

· SAN CRISTOBAL

INDUSTRIA CERAMICA INCEGRAP LTAD

· SAN CRISTOBAL

LADRILLERAS SAN JORGE

· CIUDAD BOLIVAR

RECEBERA LA ESPERANZA

Los hechos descritos transgreden lo estipulado en el artículo 61 de la Ley 99 de 1993; la Resolución 222 de 1994, aclarado por la Resolución 249 de 1994, artículo 3 que determina: “Las actividades mineras que se encuentren fuera de las zonas compatibles con la minería delimitadas en el artículo 5 de la presente resolución, y al momento de la expedición de ésta no cuenten con los permisos, concesiones, contratos o licencias vigentes otorgados por el Ministerio de Minas, serán cerradas definitivamente, sin perjuicio a las demás sanciones legales a que haya lugar”.(El Subrayado es nuestro).

De otra parte, al no ejecutarse el PMRRA, se incumple, los artículos 2º, 4º y 5º de la Resolución 1277 del 26 de noviembre de 1996, así como lo normado en el artículo 3º de la Resolución 803 de 1999. 

Es de anotar que el artículo 4º de la 1277 de 1996 indica: “La ejecución del Plan de Manejo, Recuperación o Restauración Ambiental deberá proyectarse y llevarse a cabo en el término que establezca la autoridad ambiental competente. En todo caso, el término no podrá ser superior a un (1) año para las explotaciones mineras ubicadas en áreas urbanas y a tres (3) años para las explotaciones mineras ubicadas en zonas suburbanas y rurales, contados a partir de la ejecutoria del acto administrativo que establezca o imponga el Plan de Manejo, Recuperación o Restauración Ambiental”. (El subrayado es nuestro). 
Su artículo 5 señala: “Las personas naturales o jurídicas que se encuentren cobijadas por la presente Resolución, serán responsables administrativa, civil y penalmente por el incumplimiento de las obligaciones derivadas del Plan de Manejo y Restauración Ambiental y de la normatividad vigente”. (El subrayado es nuestro).

El hecho se presenta por cuanto estas industrias mineras se hallan en zonas no compatibles con esta labor, conforme a las normas en comento y la reglamentación de los usos del suelo establecidas en el Plan de Ordenamiento de Bogotá. Los frentes de explotación señalados se hallan ubicados en estas áreas de  suspensión de actividades y no han presentado a pesar de los requerimientos correspondientes el PMRRA que facilite atenuar los impactos ocasionados y la degradación del medio natural. Ello conlleva el deterioro ambiental manifiesto en impactos sobre los recursos suelo, agua, aire, flora, fauna y paisaje.

La respuesta confirma que las herramientas con que cuenta la SDA son “un poco ineficaces”, tal como ésta misma lo señala; al ser la autoridad ambiental la competente para el control de la actividad minera de esta industrias este hallazgo queda en firme y es su deber buscar un marco normativo que “(…) de más efectividad en estos casos”. 

En este informe se reconocen los esfuerzo y la gestión de la SDA frente a la minería en la ciudad; aún así, es deber de ésta exigir que los predios dedicados a la extracción minera tenga los PMRRA aprobados y se implementen y evitar que los problemas sociales y ambientales que deja la minería se ahonden. La situación evidenciada tiene un agravante y es que han continuado con las actividades extractivas ahondando aún más los problemas ambientales detectados ante la carencia de los PMRR. 

2.3.4.5. Hallazgo administrativo: Industrias con ilegalidad al estar en zona no compatible con la minería; tienen medida de suspensión de actividades y aunque la han acatado no han vuelto a presentar el PMRRA el cual no fue aprobado por la autoridad ambiental.
Se halló la existencia de las siguientes industrias mineras del listado de expedientes de canteras ubicados en la SDA, las cuales localizadas en áreas no compatibles con la minería, tienen medida preventiva de suspensión de actividades y/o cierre definitivo el cual han acatado. Cumpliendo lo exigido por la autoridad ambiental han presentado el PMRRA el cual no fue aprobado lo que originó la solicitud de los complementos correspondientes los que no han sido presentado nuevamente; por tanto no han cumplido con la presentación del mismo y el desarrollo de las actividades de recuperación morfológica y restauración ambiental  Son estas:
· CIUDA BOLIVAR 

INDUSTRIAL Y MINERA LA QUEBRADA

· USME


LADRILLERA ESPERANZA DEL SUR

· USME


INVERSIONES SUMAPAZ ORJUELA & CIA S.C.S

· USME 


PREDIO O ESCOMBRERA CANTARRANA.

· SAN CRISTOBAL 

INDUSTRIAS EL TABOR LTDA

· SAN CRISTOBAL

ARENERA LA BELLEZA

· RAFAEL URIBE 

HERMANOS ORTIZ PARDO

· USAQUEN


CANTERA KADAS S.A.

· USAQUEN


CANTERA BOCACOLINA

· USAQUEN


CORPORACIÓN INMOBILIARIA EL CEDRO

· USAQUEN


CANTERA CERRO E IBIZA

· USAQUEN


CANTERA LA ROCA

· USAQUEN


CANTERAS EL MILAGRO

· USAQUEN


CANTERA LA LAJA

Los hechos descritos infringen lo estipulado en el artículo 61 de la Ley 99 de 1993; además el artículo 2º, 4º y 5º de la Resolución 1277 del 26 de noviembre de 1996 la cual modifica parcialmente la Resolución 222 de 1994.

Las industrias mineras relacionadas, teniendo medida preventiva y/o cierre definitivo; aunque han parado su actividad no han presentado nuevamente el PMRRA. El hecho mencionado conlleva a un manifiesto deterioro ambiental observado en la calidad de recursos como suelo, agua, aire, flora, fauna y paisaje.
Conforme a las visitas se halla que en buena parte de sus frentes extractivos hay alto flujo de detritus y caida de material rocoso; inestabilidad de taludes; procesos erosivosasí como agrietamientos e infiltración de aguas que posibilitan eventos de remoción en masa, con evidente situación de amenaza y riesgo. 
Este hallazgo queda en firme por cuanto a pesar de haber sido presentados los PMRRA, la SDA no los aprueba. De ahí en adelante no se han radicado nuevamente ni complementados por lo cual las áreas sujetas a la explotación minera siguen sin ninguna labor de recuperación o restauración. Con los consiguientes problemas ambientales señalados. De otra parte, la SDA no aporta nuevas pruebas o soportes que demuestren que estas industrias con 

La respuesta no aporta documentos que permitan confirmar que estos antiguos predios dedicados a la extracción minera tengan los PMRRA aprobados y se estén implementando las labores requeridas por lo cual el hallazgo queda en firme buscando que se adopten medidas que permitan con el tiempo la recuperación y restauración ambiental de estros predios. 

2.3.4.6 Hallazgo administrativo: Industrias con ilegalidad al estar en zona no compatible con la minería; tienen medida de suspensión de actividades y aunque la han acatado nunca han presentado el PMRRA.
Las 57 industrias mineras que se listan a continuación y que tienen expediente activo en la SDA están localizadas en áreas no compatibles con la minería, tienen medida preventiva de suspensión de actividades y/o cierre definitivo el cual ha sido acatado. Aún así no han cumplido con el requerimiento exigido por la autoridad ambiental de presentar el PMRRA.  Son estas:
· CIUDAD BOLIVAR 
SOLOGRES

· CIUDAD BOLIVAR
CHIRCAL LIBARDO CASTILO
 

· CIUDAD BOLIVAR 
CHIRCAL MARÍA DE MUNEVAR

· CIUDAD BOLIVAR 
EQUPOS UNIVERSAL Y CIA LTDA

· CIUDAD BOLIVAR 
RECEBERA LA ESPERANZA

· CIUDAD BOLIVAR 
YERBABUENA

· CIUDAD BOLIVAR 
CANTERA LA PISINGA

· CIUDAD BOLIVAR 
VILLA GLORIA

· CIUDAD BOLIVAR 
LOS SAUCES CERRITO

· CIUDAD BOLIVAR 
CANTERA SANTA HELENA

· CIUDAD BOLIVAR 
CANTERA EL VOLADOR

· CIUDAD BOLIVAR
CANTERA LIMAS

· CIUDAD BOLIVAR
ARENERA LAS TOLVAS

· CIUDAD BOLIVAR
CANTERA JORGE MONASTOQUE

· CIUDAD BOLIVAR
CANTERA EL PORVENIR

· CIUDAD BOLIVAR
CANTERA JUAN BORDA

· CIUDAD BOLIVAR
CANTERA LA QUEBRADA

· CIUDAD BOLIVAR
CANTERA HUMBERTO ABELLA

· CIUDAD BOLIVAR 
CANTERA VICTOR MONASTOQUE

· USME

ILADRILLOS DOLMEN

· USME

LADRILLERA MORALES

· USME

LADRILLERA EL ROSAL

· USME

LADRILLERA LOS TEJARES LTDA

· USME

CHIRCAL ALFONSO RESTREPO



· USME

CHIRCAL SAMUEL CASALLAS

· USME

CHIRCAL ISIDRO GALINDO

· USME

ARENERA SAN GERMAN

· USME

CHIRCAL ENRIQUE MUÑOZ Y MARINA COBOS

· USME

CHIRCAL MARCO FIDEL PALACIOS

· SAN CRISTOBAL
LADRILLERA MONTEBELLO 


· SAN CRISTOBAL
LADRILLOS SAN MARCOS


· SAN CRISTOBAL
TEJARES DEL ORIENTE LTDA

· SAN CRISTOBAL
CHIRCAL EL TRIUNFO

· SAN CRISTOBAL
LADRLLERA FURATENA

· SAN CRISTOBAL 
INVERSIONES COLCERAMA

· SAN CRISTOBAL
CHIRCAL CHAVOCAR

· SAN CRISTOBAL
INDUSTRIA O CHIRCAL JOSÉ PEÑALOZA

· SAN CRISTOBAL
CHIRCAL LOS PINOS- LOS PINITOS

· RAFAEL URIBE 
FUNDACIÓN CENTRO DE TRABAJO LOS CHIRCALES

· RAFAEL URIBE
CHIRCAL CRISELIO CASTILLO

· RAFAEL URIBE
CHIRCAL ABEL CASTILLO

· RAFAEL URIBE
CHIRCAL ECCEOMO CASTILLO

· RAFAEL URIBE
CHIRCAL ALBERTO CAMACHO

· RAFAEL URIBE
CHIRCAL VICENTE TORRES

· RAFAEL URIBE
CHIRCAL CARLOS MIRANDA

· RAFAEL URIBE
CHIRCAL MANUEL GUEVARA

· RAFAEL URIBE
CHIRCAL MARCO FIDEL GIL

· RAFAEL URIBE
CHIRCAL TIBERIO ALARCON

· RAFAEL URIBE
CHIRCAL CARLOS BLANDÓN

· RAFAEL URIBE
CHIRCAL MARIO DÍAZ

· RAFAEL URIBE
CHIRCAL DANIEL TENJO FONSECA

· RAFAEL URIBE
CHIRCAL GERMÁN PARDO PARDO

· RAFAEL URIBE
CHIRCAL FINO CASTELLANO

· RAFAEL URIBE
CHIRCAL MARÍA RUBIANO

· USAQUÉN

CANTERA SERVITÁ ASOCIADOS 

· USAQUÉN 

CANTERA LA ESPERANZA

· USAQUÉN 

CANTERA BOSQUES DEL MIRADOR 

Los hechos descritos infringen lo estipulado en el artículo 61 de la Ley 99 de 1993; además el artículo 2º, 4º y 5º de la Resolución 1277 del 26 de noviembre de 1996, la cual modifica parcialmente la Resolución 222 de 1994.

Las industrias mineras relacionadas, teniendo medida preventiva y/o cierre definitivo, aunque han parado su actividad no han presentado el PMRRA requerido. El hecho mencionado ha llevado al deterioro ambiental manifiesto en impactos negativos sobre los recursos suelo, agua, aire, flora, fauna y paisaje.

Al igual que en el hecho anterior su no presentación y el hecho que continuen activas hace que sigan latentes diferentes procesos erosivos; además es evidente la caida de material rocosos, flujo de detritus y proceso de infiltración  entre ellos eventos de remoción en masa. En los chircales activos es notorio el uso de hornos locos que provocan por el uso de carbon delicados problemas por contaminación del aire que afectan no solo el recuros sino que además provoca afecciones respiratarios. Finalmente la extracción activa de arcillas, arenas y otros materiales de construcción viene afectando los curos de agua, el suelo, la vegetación existente y la fauna de la zona. Se han perdido las geoformas del terreno y la vocación del uso del sulo. Todos éstos son factores que sin duda afectan la calidad de vida de estas localidades. 
Es deber de la SDA exigir que los predios dedicados a la extracción minera tenga los PMRRA aprobados y se implementen medidas que lleven al mejoramiento ambiental que dejo la minería. El no contar con ellos hace que este hallazgo quede en firme por cuanto no se aportan nuevas evidencias que demuestre que se están realizando las labores de recuperación y restauración ambiental. 

2.3.4.7. Hallazgo administrativo con Incidencia Penal: Dos industrias con ilegalidad al estar en zona no compatible con la minería, ubicadas en el Distrito Capital y cuya autoridad ambiental es la CAR.

De acuerdo a los análisis efectuados dos industrias se encuentran explotando minerales de manera ilegal, siendo la Corporación Autónoma de Cundinamarca- CAR, la autoridad ambiental por estar ubicadas en áreas de su jurisdicción hecho que requiere una actuación inmediata y medidas de control por parte de ésta. Las industrias son las siguientes:

· Ciudad Bolívar 
Caolín San Joaquín de Fidedigano Muños

· Ciudad Bolívar 
Canteras unidas La Esmeralda de Alfonso Cortez y otros

Se desconoce si las industrias mineras relacionadas, tienen medida preventiva y/o cierre definitivo y si este acto administrativo ha sido puesto al conocimiento de la Alcaldía Local. Igualmente, según lo evidenciado no desarrollan los PMRRA de los que igualmente se desconoce si ha sido exigidos por esta autoridad ambiental, en aras de la mitigación de los impactos que genera. 
Los hechos descritos infringen, según nuestro criterio, lo estipulado en el artículo 61 de la Ley 99 de 1993; además el artículo 2º, 4º y 5º de la Resolución 1277 del 26 de noviembre de 1996, la cual modifica parcialmente la Resolución 222 de 1994. El hecho de hallarse en zona no compatible con la minería, no tener título, concesión, permiso o autorización de explotación minera hace que desarrollen a la fecha “Explotación Ilícita de Yacimiento Minero y otros materiales”, conforme a lo señalado en el Código de Minas, siendo este un delito tipificado en el Código Penal. 

La labor desarrollada ha llevado al deterioro ambiental manifiesto en impactos sobre los recursos suelo, agua, aire, flora, fauna y paisaje.
Este hallazgo será trasladado a la Contraloría General de la República para lo de su competencia e igualmente se dará a conocer la Fiscalía General de la Nación por cuanto hay una clara violación del Código Penal Colombiano.

2.3.4.8. Veinticinco (25) Hallazgos Administrativos con Incidencia Penal: Por el aprovechamiento ilícito de recurso natural no renovable al no acatarse la orden de suspensión de actividades mineras en la ciudad, por lo cual se determina, bajo la responsabilidad de propietarios y representantes legales, igual número de hallazgos penales los cuales se trasladaran a la Fiscalía General de la Nación,  para lo de su competencia.  

Conforme la información suministrada por la SDA mediante radicado 2009EE51630, de acuerdo a las visitas efectuadas por este Organismos de Control Fiscal y los registros fílmicos y fotográficos realizados se evidencia en la actualidad un total de 25 industrias mineras del listado de expedientes de canteras que posee la SDA, las cuales se hallan en zona no compatible con la minería, no tienen título, concesión, permiso o autorización de explotación minera por lo cual están realizando a la fecha “Explotación Ilícita de Yacimiento Minero y otros materiales”, conforme a lo señalado en el Código de Minas, por cuanto al no tener el contrato de concesión minera debidamente otorgado e inscrito en el Registro Minero Nacional tal como lo determina su artículo 14, se constituye  en un delito tipificado en el Código Penal. Estas situaciones ilícitas se determinas, bajo la responsabilidad de sus propietarios y representantes legales. 

En este punto hay mayor efectividad por parte de la SDA y las Alcaldías Locales al lograr un efecto positivo en las labores de cierre minero. En la actualidad hay veinticinco (25) de un total de setenta y nueve (79) identificadas en el informe del año 2004 sobre minería. Es decir, han cesado su actividad cincuenta y cuatro (54) de estas ilegales.  

Aún así, lo cierto es que esta labor ilícita que afecta los recursos naturales ha sido continuada por veinticinco de ellas, algunas nuevas, ubicadas especialmente en Usme, las que a pesar de las acciones de intervención de las autoridades han reiniciado y otras proseguido con la extracción ilícita de algunos materiales de construcción, especialmente arcillas y arenas .

Según lo establecido en la Ley No. 685 de 2001 “Por la cual se expide el Código de Minas y se dictan otras disposiciones”, indica en su artículo159 que “La exploración y explotación ilícita de yacimientos mineros, constitutivo del delito contemplado en el artículo 244  del Código Penal, se configura cuando se realicen  trabajos de   exploración, de extracción o captación de minerales de propiedad nacional o de propiedad privada, sin el correspondiente título minero vigente o sin la autorización del titular de dicha propiedad”. 

Las Industrias Señaladas son las siguientes:

CUADRO No. 3

INDUSTRIAS MINERAS CON APROVECHAMIENTO ILÍCITO DE RECURSO NATURAL

	
	LOCALIDAD
	NOMBRE DE LA EXPLOTACIÓN MINERA
	REPRESENTANTE LEGAL

	1. 
	C. BOLIVAR
	RECEBERA LA ESPERANZA
	Escombrera Geologota SAS

	2. 
	USME
	IND. MINERA TRITURADOS EL PORVENIR N.V
	Luis Augusto Oyuela, Cesar Armando, Jorge Enrique y Misael Chavez

	3. 
	USME
	LADRILLERA LOS TEJARES
	Gonzalo Romero

	4. 
	USME
	LADRILLERA LOS CEREZOS
	Luis Ernesto Velásquez

	5. 
	USME
	LADRILLERA EL MIRADOR
	Roberto Poveda Gómez

	6. 
	USME
	LADRILLERA ROA
	Alberto Quiroga

	7. 
	USME
	LADRILLERA EL MONASTERIO
	Alfonso Galindo

	8. 
	USME
	LADRILLERA FRAMAR
	José Francisco Hernandez

	9. 
	USME
	LADRILLERA LA SEXTA
	Yebrail Suarez Higuera

	10. 
	USME
	LADRILLERA ARQUIGRES LTDA N.V.
	Jorge Ardila

	11. 
	USME
	LADRILLERA LOS OLIVARES
	Manuel Pacheco

	12. 
	USME
	FABRICA DE TUBOS SANTA ISABEL N.V.
	Pedro  Julio Vega Malagon

	13. 
	USME
	LADRILLERA SAN ROQUE
	Orlando Rogelio Cano

	14. 
	USME
	CHIRCAL TERESA SILVA
	Teresa Silva

	15. 
	USME
	INDUSTRIAS GRESQUI
	Alberto Quiroga Moreno

	16. 
	USME
	LADRILLERA FAMORUHOY HELIOS S.A.
	Ladrillera Helios S.A.

	17. 
	USME
	LADRILLERA ALEMANA LTDA.
	Rodolfo Pratesi

	18. 
	USME
	LADRIELLERA EL ROGAL
	Rosendo Galindo

	19. 
	USME
	LADRILLLERAS YOMASA LTDA.
	Jaime Camargo

	20. 
	USME
	CHIRCAL JACINTO RIAÑO Y CLEMENTINA SIABATO
	Jacinto Riaño

	21. 
	USME
	CHIRCAL JACINTO RIAÑO Y MARCOS MENDEZ
	Jacinto Riaño

	22. 
	USME
	PREDIO LA PERDIGONA
	Emilio Angarita

	23. 
	SAN CRISTOBAL
	INDUSTRIA CERAMICA DE GRES ARVALO PRIETO LTDA.
	Víctor Manuel Arévalo Prieto 

	24. 
	SAN CRISTOBAL
	FABRICA DE LADRILLOS EL PROGRESO E.U.
	Fábrica de Ladrillos El Progreso E.U.

	25. 
	SAN CRISTOBAL
	LADRILLERA SAN JORGE
	Marcos Alfonso Ortega


        Fuente: SDA

Se considera en dicho caso el artículo 338 de la Ley 599 de 2000, Código Penal Colombiano, el cual determina “Explotación Ilícita de Yacimiento Minero y otros materiales. Penas aumentadas por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, a partir del 1º. de enero de 2005. El texto original es el siguiente: El que sin permiso de autoridad competente o con incumplimiento de la normatividad existente explote, explore o extraiga yacimiento minero, o explote arena, material pétreo o de arrastre de los cauces y orillas de los ríos por medios capaces de causar graves daños a los recursos naturales o al medio ambiente, incurrirá en prisión de dos (2) a ocho (8) años y multa de cien (100) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes”. 

Por su parte el artículo 160 del Código de Minas determina que: “El aprovechamiento ilícito de recursos mineros consiste en el beneficio, comercio o adquisición, a  cualquier título, de minerales extraídos de áreas  no amparadas por un título minero...” y el artículo 164 señala que “Quien tenga conocimiento del aprovechamiento, exploración o explotación ilícita de minerales dará aviso al alcalde del lugar y éste, previa comprobación de la situación denunciada, procederá al decomiso de los minerales extraídos y a poner  los hechos en conocimiento de la autoridad minera, sin perjuicio de las acciones penales correspondientes”. 

Tal como se señaló en párrafos anteriores estas explotaciones ilícitas no están dando cumplimiento los Planes de Manejo Restauración y Recuperación Ambiental- PMRRA, lo cual genera:

· Que la ciudad tenga un pasivo ambiental generado por quienes han realizado y continúan haciéndolo, como en el caso de las citadas, explotaciones mineras personas naturales o jurídicas que han evadido los requerimiento que sobre esta exigencia ha hecho la autoridad ambiental, desde antes del año de 1999. 

.

· El deterioro ambiental manifiesto en impactos sobre los recursos suelo, agua, aire, flora, fauna y paisaje y a situaciones de amenaza y riesgo por movimientos en masa  tanto para la infraestructura física habitacional, de servicios públicos como para la seguridad y vida de los habitantes asentados en las áreas  de influencia  de las explotaciones mineras.
· La  alteración y modificación de las condiciones morfológicas, del régimen y de la dinámica   natural de los cuerpos  y cursos de  agua superficiales y la afectación de las áreas de recarga de acuíferos por la pérdida de la cobertura vegetal y el suelo orgánico o ineficiente manejo de drenes, manantiales, quebradas y ríos. 

· Que se siga, en muchos casos donde las industrias están activas, con una explotación minera antitécnica, indiscriminada y desordenada de materiales para la industria de la construcción en el Distrito Capital.

· A la conformación de frentes extractivos con taludes verticales y/o negativos en condiciones de inestabilidad que dinamizan y aceleran, con agrietamientos e infiltración de aguas, eventos naturales  manifestados con remoción en masa, exponiendo diversos casos de las viviendas ubicadas en cercanía a la situación de amenaza y riesgo. 
De no tomarse las medidas pertinentes de tipo legal las áreas afectadas por la minería van a seguir aumentando en detrimento de los activos naturales de la ciudad. Buena parte de las canteras y chircales con explotación ilícita se encuentran abandonadas y las que en este momento están activas continúan acrecentando dicho pasivo, al no realizar actividades que mitiguen los daños y efectos ambientales que éstas dejan con su labor de explotación. 

 Alcaldía Locales

2.3.4.9. Hallazgo administrativo: Industrias mineras localizadas en Ciudad Bolívar las que se hallan en área no compatible con la minería; a pesar de tener medida de suspensión de actividad minera continúan con la explotación ilegal de materiales de construcción.

Las industria mineras denominada recebera La Esperanza ubicadas en la Localidad de Ciudad Bolívar en la parte sur occidental del Barrio Arborizadota Alta es ilegal al estar en área no compatible con la minería, ha hecho caso omiso de la presentación de los PMRRA y conforme a la vista hecha el 20 de noviembre de 2009 fue evidente encontrar el reinicio de las actividades de explotación mineras a pesar de la medida que ordena la suspensión de actividades y/o cierre definitivo,  prosiguiendo con una labor extractiva a todas luces ilegal que no logra detener la Alcaldía Local de Ciudad Bolívar. 
Además de lo anterior, sobre sus patios de explotación y bajo la viabilidad ambiental otorgada por la SDA se disponen desde septiembre del año anterior miles de metros cúbicos de escombros a los que no se hace compactación alguna, manejo de aguas y otras medidas necesaria situación que puede ocasionar a futuro serios riegos por inestabilidad de los mismos. De este hecho se informa en el presente a la SDA como autoridad ambiental de la ciudad. 

Se reconocen los esfuerzos y la gestión de la Alcaldía Local señalada en el oficio 2009977157 el 1 de diciembre de 2009 frente al control policivo de la minería ilegal en su jurisdicción. Sin embargo, comunicado este hallazgo no hay respuesta frente al mismo.

Considerando que la industria mencionada ha continuado con las actividades extractivas ahondando los problemas ambientales detectados, éste queda en firme pero por se levanta la incidencia disciplinaria teniendo en cuenta que en esta localidad, una de las más afectadas por la minería, se ha logrado detener la actividad extractiva ilegal. 

2.3.4.10. Hallazgo administrativo: Industrias mineras localizadas en Usme las que se hallan en área no compatible con la minería; a pesar de tener medida de suspensión de actividad minera continúan con la explotación ilegal de materiales de construcción.

Conforme a las visitas técnicas efectuadas por este Ente de Control Fiscal y de acuerdo a la información suministrada por la SDA mediante radicado 2009EE51630 fue evidente hallar industrias mineras ubicadas en la Localidad de Usme son ilegales, han hecho caso omiso de la presentación de los PMRRA. De otra parte se encuentra que ante la falta de un control policivo riguroso continúan con las actividades mineras a pesar de la medida que ordena la suspensión de actividades y/o cierre definitivo, siendo éstas explotaciones ilegales que prosiguen a pesar de las competencias que tiene en la materia la Alcaldía de Usme.  

CUADRO No. 4

INDUSTRIAS MINERAS UBICADAS EN LA LOCALIDAD DE USME LAS CUALES ESTÁN ACTIVAS A PESAR DE LA ORDEN DE SUSPENSIÓN DE ACTIVIDADES

	
	LOCALIDAD
	NOMBRE DE LA EXPLOTACIÓN MINERA
	REPRESENTANTE LEGAL

	1. 
	C. BOLIVAR
	RECEBERA LA ESPERANZA
	Escombrera Geologota SAS

	2. 
	USME
	IND. MINERA TRITURADOS EL PORVENIR N.V
	Luis Augusto Oyuela, Cesar Armando, Jorge Enrique y Misael Chavez

	3. 
	USME
	LADRILLERA LOS TEJARES
	Gonzalo Romero

	4. 
	USME
	LADRILLERA LOS CEREZOS
	Luis Ernesto Velázquez

	5. 
	USME
	LADRILLERA EL MIRADOR
	Roberto Poveda Gómez

	6. 
	USME
	LADRILLERA ROA
	Alberto Quiroga

	7. 
	USME
	LADRILLERA EL MONASTERIO
	Alfonso Galindo

	8. 
	USME
	LADRILLERA FRAMAR
	José Francisco Hernandez

	9. 
	USME
	LADRILLERA LA SEXTA
	Yebrail Suarez Higuera

	10. 
	USME
	LADRILLERA ARQUIGRES LTDA N.V.
	Jorge Ardila

	11. 
	USME
	LADRILLERA LOS OLIVARES
	Manuel Pacheco

	12. 
	USME
	FABRICA DE TUBOS SANTA ISABEL N.V.
	Pedro  Julio Vega Malagon

	13. 
	USME
	LADRILLERA SAN ROQUE
	Orlando Rogelio Cano

	14. 
	USME
	CHIRCAL TERESA SILVA
	Teresa Silva

	15. 
	USME
	INDUSTRIAS GRESQUI
	Alberto Quiroga Moreno

	16. 
	USME
	LADRILLERA FAMORUHOY HELIOS S.A.
	Ladrillera Helios S.A.

	17. 
	USME
	LADRILLERA ALEMANA LTDA.
	Rodolfo Pratesi

	18. 
	USME
	LADRIELLERA EL ROGAL
	Rosendo Galindo

	19. 
	USME
	LADRILLLERAS YOMASA LTDA.
	Jaime Camargo

	20. 
	USME
	CHIRCAL JACINTO RIAÑO Y CLEMENTINA SIABATO
	Jacinto Riaño

	21. 
	USME
	CHIRCAL JACINTO RIAÑO Y MARCOS MENDEZ
	Jacinto Riaño

	22. 
	USME
	PREDIO LA PERDIGONA
	Emilio Angarita


   Fuente: SDA
La respuesta del Alcalde Local muestra los esfuerzos y la gestión de la Alcaldía Local frente al control policivo de la minería ilegal en su jurisdicción. Sin embargo, el hecho que continúen las actividades extractivas en 22 industrias hace que éste quede en firme. 
2.3.4.11. Hallazgo administrativo: Industrias mineras localizadas en San Cristóbal las que se hallan en área no compatible con la minería; a pesar de tener medida de suspensión de actividad minera continúan con la explotación ilegal de materiales de construcción.

Este Ente de Control Fiscal conforme a las vistas efectuadas y analizada la información suministrada por la SDA en el radicado 2009EE51630 se evidencio que las industrias mineras ubicadas en la Localidad de San Cristóbal, que se listan a continuación son ilegales y han hecho caso omiso de la presentación de los PMRRA. 

De otra parte, ante la falta de un control policivo riguroso continúan con las actividades mineras a pesar de la medida que ordena la suspensión de actividades y/o cierre definitivo. 

CUADRO No. 5

INDUSTRIAS MINERAS UBICADAS EN LA LOCALIDAD DE SAN CRISTÓBAL LAS CUALES ESTÁN ACTIVAS HACIENDO CASO OMISO A LA ORDEN DE SUSPENSIÓN DE ACTIVIDADES

	
	LOCALIDAD
	NOMBRE DE LA EXPLOTACIÓN MINERA
	REPRESENTANTE LEGAL

	1
	SAN CRISTOBAL
	INDUSTRIA CERAMICA DE GRES ARVALO PRIETO LTDA.
	Víctor Manuel Arévalo Prieto 

	2
	SAN CRISTOBAL
	FABRICA DE LADRILLOS EL PROGRESO E.U.
	Fábrica de Ladrillos El Progreso E.U.

	3
	SAN CRISTOBAL
	LADRILLERA SAN JORGE
	Marcos Alfonso Ortega


Fuente: SDA

Dado que no hay respuesta frente al mimo y que tres industrias mineras han continuado con las actividades extractivas, éste queda en firme; aún así,  se levanta la incidencia disciplinaria teniendo en cuenta que en esta localidad se ha logrado detener la mayor parte de las actividades extractivas ilegales. 

Los tres hallazgos señalados en cabeza de éstas Alcaldías Locales transgreden lo estipulado en el artículo 61 de la Ley 99 de 1993; la Resolución 222 de 1994, aclarado por la Resolución 249 de 1994, artículo 3 que determina: “Las actividades mineras que se encuentren fuera de las zonas compatibles con la minería delimitadas en el artículo 5 de la presente resolución, y al momento de la expedición de ésta no cuenten con los permisos, concesiones, contratos o licencias vigentes otorgados por el Ministerio de Minas, serán cerradas definitivamente, sin perjuicio a las demás sanciones legales a que haya lugar”.(El Subrayado es nuestro).

De otra parte, al no ejecutarse el PMRRA y continuar en actividad minera, se incumple, los artículos 2º, 4º y 5º de la Resolución 1277 del 26 de noviembre de 1996, así como lo normado en el artículo 3º de la Resolución 803 de 1999. 

Igualmente lo establecido en la Ley No. 685 de 2001 “Por la cual se expide el Código de Minas y se dictan otras disposiciones”, indica en su artículo159 que “La exploración y explotación ilícita de yacimientos mineros, constitutivo del delito contemplado en el artículo 244  del Código Penal, se configura cuando se realicen  trabajos de   exploración, de extracción o captación de minerales de propiedad nacional o de propiedad privada, sin el correspondiente título minero vigente o sin la autorización del titular de dicha propiedad” , así como el artículo 338 de la Ley 599 de 2000, Código Penal Colombiano. 

Las industrias señaladas en los tres hechos mencionados con antelación, luego de años de actividad, vigencia y postergación de algunas normas no han presentado el Plan de Manejo, Recuperación y Restauración Ambiental-PMRRA; siguen evadiendo esta obligación y lo más grave, continúan desarrollando esta actividad que es ilegal que se hace en zona no compatible con la minería, sin que las correspondientes autoridades locales logren su control definitivo. 

El desarrollo de estas extracciones mineras conlleva al deterioro de los recursos naturales existentes en el área afectada y sectores circundantes. Su actividad produce una ostensible alteración del suelo; los cuerpos de agua, el aire, la flora y la fauna, además de la afectación paisajística y la pérdida de las geoformas iniciales del terreno, por cuanto se esta actividad ha generado pérdida de cobertura vegetal hábitat para la fauna y avifauna del lugar; alteración y modificación de las condiciones morfológicas de la zona; cambios en la dinámica natural de los cuerpos y cursos de agua superficiales y subterraneas y presencia de material particulado, afectandose de paso la calidad de vida de los ciudadanos residente en lugares circundantes. 

2.3.5. Componente  Ambiental

2.3.5.1 Hallazgo administrativo: Falta de sostenibilidad en el desarrollo de la actividad minera en la ciudad.

Las consecuencias de la industria minera no son proporcionales a los ingresos económicos que recibe la ciudad por la actividad, aunque hay que reconocer que esta suministra los materiales necesarios para las obras públicas y el desarrollo de la construcción en Bogotá D.C.

Con el fin de indicar los impactos generados por la actividad se hizo una valoración de los impactos ambientales generados por las actividades de minería en Bogotá D.C. el cual busca establecer si el control realizado por la SDA se ha orientada  hacia el avance del Desarrollo Sostenible. 

Como parte de esta labor auditora se analizó, conforme a las visitas técnicas efectuadas por el equipo auditor 61 industrias, lo que equivale a la evaluación del 57.5% de las industrias mineras de la ciudad con expedientes activo en la SDA, las que se encuentra bajo su control y seguimiento Ambiental. El grupo auditor con el apoyo de dos pasantes de la Universidad Distrital Francisco José de Caldas practicó dichas visitas fiscales, en las cuales se verificaron las acciones desarrolladas por parte de la SDA. 

De esta manera y conforme a los 60 expedientes revisados, las visitas hechas a cada industria minera y la información suministrada, se halla lo siguiente: 

· De un total 106 industrias mineras bajo el control de la Secretaría Distrital de Ambiente  99, es decir el  93.39 %, se encuentran en Zona No Compatible con Minería- ZNCM. 

· De las 99 industrias mineras en ZNCM a tres (3), es decir el 3.0%, no se les ha requerido el Plan de Manejo, Recuperación y Restauración Ambiental-PMRRA.

· 96 predios tienen resolución de cierre o suspensión temporal de actividades. De estas 96, actualmente 25 presentan procesos de extracción activa de materiales de construcción, a pesar de la medida citada y tres (3), es decir el 12%, (La Alemana, Los Tejares y Yomasa) tienen contratos de concesión minera y eventualmente podrían reanudar su actividad previo cumplimiento de las actividades que originaron la medida. Las restantes 22, el 88% no tienen título, concesión, contrato o permiso minero; por estar en área no compatible con la minería; no realizan actividades de restauración y recuperación ambiental  y a pesar de lo mencionado siguen sin acatar la medida de cierre, realizando la explotación ilícita de diferentes recursos minerales.

· De 96 predios mineros solo 22, un 22.9% presentaron el PMRRA requerido; dos predios el 9.0% fueron aprobados y uno, esto es el  4.5 % denominado el Bohío se recuperó naturalmente. 

· Un total de 106 industrias, 96, es decir, el 90.5% no tienen título, concesión o autorización para explotar materiales mineros, siendo este otro hecho que las deja en situación de ilegalidad.

· De las industrias localizadas en Zonas Compatibles con Minería- ZCM se les ha exigido Plan de Manejo Ambiental-PMA a seis, estos han sido presentado pero ninguno esta aprobado y siguen explotando siendo estas: Cemex bajo el registro minero 056; Ladrillera Prisma S.A; Ladrillera Alemana Ltda.; Ladrillera Zigurat Ltda.; Ladrillera Helios S.A. y Ladrillera Yomasa.

· De 106 predios mineros que se encuentran bajo el control y seguimiento de la Autoridad Ambiental, solo 4 han sido recuperados por los representantes legales de las industrias mineras, esto es (Ladrillera La Cumbre, Ladrillera Santa Fe, Ladrillera Quinabe y el Chircal Dionisio Márquez) y el Bohío (reserva de La Sierra en Usaquén), fue recuperado naturalmente. 

Las industrias mineras que por más de 45 años han realizado actividades extractivas en el Distrito lo han hecho en su mayor parte (un 89%), en forma antitécnica, lucrándose de los recursos minerales de la ciudad y sin realizar, en su mayor parte, acciones tendientes a mitigar y mejorar las condiciones ambientales de las zonas explotadas. 

Para el desarrollo sostenible de la minería se la SDA establece los siguiente instrumentos: El Plan de Manejo Ambiental para zonas compatibles con la actividad, con título minero y en aquellas que no requieren licencia ambiental y en las no legales por estar en área no compatible con la minería y no tener título se exigen, como reiteradamente se ha expresado, los Planes de Manejo, Recuperación y Restauración Ambiental- PMRRA. De ambos planes solo se han aprobado en la historia del DAMA y la SDA un total de tres (3) hecho que evidencia falta de conciencia ambiental de industrial pero igualmente carencia de nuevos instrumentos que promuevan su presentación; poca oportunidad en la aplicación de los mecanismos y procedimientos para su rápida aprobación y de mecanismos de apoyo a los mineros que faciliten su presentación los que deben darse en forma paralela a unos controles efectivos cuyas irregularidades son citados en el informe de la presente auditoría. 

Sin duda, este tipo de exigencias lleva a que se reestablezcan las condiciones propias del terreno y que se mantengan las condiciones sobre los diferentes componentes posterior o durante la explotación del material; sin embargo este requisito no es adoptado por una buena parte de los explotadores dejando como resultado un pasivo ambiental sobre 129.1 hectáreas que recae sobre el Distrito. 

Producto de la consolidación de información y con ayuda de las visitas realizadas se identificaron 61 industrias bajo la competencia de la SDA que generan una serie de impactos ambientales a todos los componentes, algunos altos, sobre diferentes componentes ambientales, hechos los cuales se evidenciaron en el transcurso de las visitas a  las diferentes explotaciones. Como consecuencia de la falta de implementación de los planes, el abandono de canteras y chircales y el indebido uso de estas áreas para el depósito de escombros, se han dado algunos cambios respecto a las valoraciones efectuadas por esta Contraloría en años anteriores. Los componentes valorados son:

a. Componente Atmosférico

La contaminación atmosférica se define como el fenómeno de acumulación o concentración de contaminantes, definidos estos últimos como fenómenos físicos sustancias o elementos en estado sólido líquido o gaseoso, causantes de efectos adversos en el medio ambiente, los recursos naturales renovables y la salud humana que, solos o en combinación o como productos de reacción, se emiten al aire como resultado de la actividad humana, de causa naturales o de la combinación de estas
. 
Como parte del material particulado esta el denomina PM10 que son pequeñas partículas sólidas de polvo, cenizas, hollín, partículas metálicas, cemento ó polen, dispersas en la atmósfera, y cuyo diámetro varía entre 2,5 y 10 µm (1 micrómetro corresponde la milésima parte de 1 milímetro). Están formadas principalmente por compuestos inorgánicos como silicatos y aluminatos, metales pesados entre otros, y material orgánico asociado a partículas de carbono (hollín).Se evaluó considerando la emisión de material particulado. 
El material particulado esta presente siempre como elemento propio del ambiente, y es proporcional a las diferentes actividades que tengan lugar, en este caso se adopten o no medidas es imposible evitar el levante de polvo inorgánico en el momento de explotar materiales, generando así un aumento de los niveles de polvo sedimentable en el aire. En las industrias en donde se realiza transformación del material es indispensable la utilización de hornos para la cocción que en muchos casos utilizan como combustible carbón coque en lugar de carbón mineral para disminuir en algún grado la intensidad del impacto, de igual forma no cuentan con tratamientos previa liberación del gas lo cual genera e incrementa los niveles de contaminación por gases producto de la combustión incompleta. 

En la mayor parte, un 63% de las industrias chircales, ladrilleras y demás que hacen procesos con cocción lo hacen en hornos llamados locos de los que se desprende humo por todos los lados;  algunos usan los hornos tipo colmena y otros pocos los Hoffman. Además en este tipo de explotación se utiliza maquinaria (Buldózer, retroexcavadora, trituradora)  que igualmente genera un aumento en los niveles de ruido propios del lugar.

b. Componente Geosférico

En la actividad minera es sin duda el componente que mayor afectación recibe a causa de la actividad extractiva, entre los impactos que se generan se encuentran:

· Suelo: Aumento en la intensidad de la erosión, pérdida parcial de la humedad natural del suelo, cambio de las propiedades físicas y químicas y eliminación de la capa orgánica y cambios en el uso del suelo.

· Geomorfología: Cambios en la continuidad de la superficie del terreno; inestabilidad de taludes por su mayor inclinación; aumento en la probabilidad de existencia de procesos geomorfológicos degradantes (erosión,  deslizamientos, fenómenos de remoción en masa, ello productos de los procesos de extracción, esencialmente. 

c. Componente Hidrográfico

Sedimentación de los cuerpos de agua; afectación o cambios en la dinámica de los cuerpos superficiales y subterráneos (recarga de acuíferos) y disminución de caudales como consecuencia de los cambios en la velocidad de escurrimiento, aumento de acarreo de sedimentos a los cuerpos superficiales de agua, aumento de los sólidos en suspensión en las corrientes fluviales, además de una posible alteración de parámetros físicos y químicos de los cuerpos de agua por incorporación accidental de volúmenes de material, residuos de lubricantes, combustibles y otras sustancias.

d. Componente Biosférico

Se compone de fauna, flora y la biodiversidad típica de algunas áreas. El proceso de extracción de materiales de construcción llega a generar una deforestación parcial o total de ejemplares arbóreos y arbustivos, fragmentación y disminución de hábitat, estimulación a la migración de especies propias del lugar además de la posible introducción de fauna oportunista y pérdida de la biodiversidad, entre otros; a través del establecimiento del los planes de manejo o recuperación  impuestos por la autoridad ambiental lo que se busca es reestablecer estas zonas posterior a la explotación.

e. Componente Paisajístico

Es el más notorio desde el punto de vista visual y produce un grado de pesadumbre o congoja producto de la perdida de la vegetación de las zonas explotadas. Este tipo de industria genera un cambio parcial o total del paisaje que no resulta agradable para el humano, sobre todo si se tiene en cuenta que la mayoría de estas industrias se localizan sobre los sistemas montañosos que rodean la sabana y deja una cicatriz de gran magnitud e imborrable en la medidad que no reconforma ni recuperan estas zonas. Se denota desde toda la ciudad, ya que se realizan cambios en las características visuales (estructura, color, línea).  A esto se suma la intrusión de elementos ajenos al entorno natural como es el caso de las construcciones propias de la industria y de la maquinaria necesaria, hornos para su funcionamiento. 

f. Componente Noosférico

En este componente se pueden presentar dos tipos de impactos, como los que se señalan a continuación:

· Positivo: La generación de empleo y el beneficio económico que esta actividad genera, se constituye en el sustento para un gran número de familias. Además generan las regalías  que son canceladas por las industrias constituidas legalmente por la explotación del recurso al estado generando la posibilidad de invertir, conforme a la ley, en educación saneamiento básico y saneamiento ambiental, cuando estas se cancelan.

· Negativo: El ambiente es el lugar donde el ser humano desarrolla sus competencias. La modificación de los componentes anteriormente señalados van a influir en la calidad de vida de las personas que se ven afectadas de forma directa o indirecta por la actividad desarrollada; sumado a esto se encuentra el taponamiento de redes de alcantarillado a causa del mal manejo del material sedimentable y se genera un cambios en el uso del suelo, manifestándose en el aumento de riesgos, enfermedades y molestias (polvo, ruido, gases, etc.). 

Matriz de Importancia

Para establecer los impactos ambientales ocasionados por la minera en el Distrito Capital, nuevamente fue utilizada la matriz de importancia empleada en la auditoría del año 2004, la cual facilito la valoración cualitativa y cuantitativa del impacto ambiental generado por la actividad sobre un factor ambiental considerado, la cual se establece a través de una serie de atributos de tipo cualitativo que se consideran como es el caso de la extensión, tipo de efecto, plazo de manifestación, persistencia, reversibilidad, recuperabilidad, acumulación y periodicidad.

Fueron 11 los parámetros que conforman el elemento tipo de la matriz y que fueron considerados para su aplicación, con el propósito de lograr una estandarización de las Industrias analizadas, estas se dividieron en tres grupos: Explotadoras, transformadoras, las abandonadas y algunas que hacen actividades de beneficio, siendo esta subdivisión, a nuestro criterio, la que ofrece mejor oportunidad de evaluar la real magnitud de los efectos ambientales presentes. La interpretación del resultado partiendo del análisis del rango de la variación, se señala a continuación:

TABLA No. 6

RANGOS DE VARIACIÓN  PARA LA JERARQUIZACIÓN DE IMPACTOS 

Y EL ANÁLISIS DE RESULTADOS

	Compatible
	(CO)
	Si el valor es menor o igual que 22

	Moderado
	(M)
	Si el valor es mayor que 22 y menor o igual que 44

	Severo
	(S)
	Si el valor es mayor que 44 y menor o igual que 66

	Critico
	©
	Si el valor es mayor que 66


Fuente: SDA

TABLA No. 7

RESULTADO DE LA JERARQUIZACIÓN DE IMPACTOS

	Jerarquización
	IMPACTOS AMBIENTALES
	Importancia del efecto
	Clasificación del impacto

	
	
	
	

	
	
	
	

	
	
	
	

	
	
	
	

	
	
	
	

	1
	Cambio de las geoformas iniciales
	73
	Severo

	2
	Alteración de la cuenca visual
	61
	Severo

	3
	Pérdidas económicas para el país ( no pago de regalías)
	58
	Severo

	4
	Remoción de la cobertura vegetal
	76
	Severo

	5
	Disminución de hábitats
	70
	Severo

	6
	Cambio de los usos del suelo
	66
	Severo

	7
	Probabilidad de ocurrencia de procesos geomorfológicos degradantes
	52
	Severo

	8
	Estimulación de la migración de especies
	44
	Moderado

	9
	Eliminación de especies nativas
	6o
	Severo

	10
	Incremento de zonas erosionadas
	46
	Moderado

	11
	Aumento de Material Particulado
	40
	Moderado

	12
	Intrusión de elementos ajenos al entorno natural
	38
	Moderado

	13
	Desestabilización de taludes
	36
	Moderado

	14
	Aumento de los sólidos en suspensión en las corrientes fluviales
	35
	Moderado

	15
	Taponamiento de alcantarillados y ductos de aguas lluvia
	33
	Moderado

	16
	Generación de enfermedades respiratorias
	26
	Moderado

	17
	Generación de empleo
	30
	Moderado

	18
	Emisión de gases
	33
	Moderado

	19
	Contaminación a los cuerpos de agua por aceites, grasas y combustibles
	20
	Compatible

	20
	Disminución del caudal de las fuentes hídricas superficiales
	28
	Moderado

	21
	Irritación ocular
	11
	Compatible

	22
	Generación de enfermedades auditivas
	22
	Moderado

	23
	Aumento de los niveles sonoros
	20
	Moderado

	24
	Cambio de las propiedades físicas y químicas de los suelos por derrames
	13
	Compatible

	25
	Alteración de las rondas naturales de los ríos
	25
	Moderado

	26
	Ganancias económicas para el país (pago de regalías)
	23
	Moderado

	27
	Disposición ilegal de escombros
	43
	Moderado


Fuente: SDA

Durante los proceso mineros es evidente que uno de los recursos más afectados es el componente biótico y el litosférico o geosférico Los mayores impactos cuantificados en desarrollo de los procesos extractivos son la remoción de la cobertura vegetal el cual se severo y presentó un puntaje de 76; le siguen los cambios en las geoformas y la consecuente disminución de hábitat, así como los cambios en el uso del suelo, tal como se puede observar en la tabla. Ello no es óbice para indicar que los cambios sobre la calidad, cantidad y dinámica del recurso hídrico es apreciable,  así como la afectación del aire, especialmente en chircales por el uso de hornos y el desprendimiento de material particulado en los frentes de extracción. Buena parte ante la carencia de

Hay una valoración moderada (35 puntos) la que se da como productos del inadecuado manejo de sedimentos resultante las explotaciones mineras, incluyendo las de beneficio y transformación; ello afecta de forma perceptible las corrientes fluviales, así como sus características físicas y químicas. Con una importancia moderada se encuentran la alteración de la ronda de los ríos y el pago de regalías por la extracción de materiales de construcción y llegando al rango de crítico un impacto que se valora es la disposición ilegal de escombros, la que se ha acrecentado tanto en las canteras o chircales abandonados como en algunas activas como es el caso de La Esperanza.

Dentro de los impactos de importancia compatible, se obtuvo la valoración de la contaminación del suelo por derrames; este hecho, se genera a consecuencia de la falta de sistemas para el manejo de grasas y aceites, el que se da en los talleres de mantenimiento de maquinaria. 

Los resultados muestran que las pocas acciones de recuperación, restauración y manejo ambiental no han atendido el principio de sostenibilidad ambiental por lo que se requiere que continúen y aún más, se acrecienten los esfuerzos y la gestión desplegada por la SDA frente a la minería, hecho que debe conllevar que se desarrollen nuevos protocolos, acciones, mecanismos e instrumentos que faciliten que los predios con cierre se recuperen; las activas e ilegales se cierren y paralelamente ejecuten los planes de manejo y las canteras y chircales inactivos atiendan los requerimientos que se han efectuados. 

El hecho mencionado desatiende el cumplimiento de Ley 99 de 1993; el Decreto 1594 de 1984; el Decreto 3440 de y 3100 de 2004 y las Resoluciones 1433 de 2004 y 1813 2006. Igualmente el Decreto 1729 de 2002 y los Decreto 948 de 1995,  979 de 2009 y resoluciones reglamentarias.

Es importante que se examine con mucho rigor, al interior de la SDA, las estrategias empleadas, a la fecha, frente a la minería, de tal forma que se posibilite a futuro medidas que produzcan una gestión más efectiva y haya sostenibilidad y equidad con el medio natural y el ambiente de la ciudad. 

La SDA no presenta respuesta frente a este hallazgo ni aporta soporte alguno que desvirtúe los hechos mencionados por lo cual éste queda en firme.

2.3.5.2 Hallazgo administrativo: Por los efectos ambientales de algunas empresas mineras dedicadas al beneficio y transformación en la cuenca del Tunjuelo.

Conforme a las visitas efectuadas a la cuenca del río Tunjuelo y la información documental analizada este Ente de Control Fiscal halla la existencia de algunas empresas dedicadas en especial al beneficio de materiales siendo estas: Equipos Universal; Piedras y derivados; Planta de Asfalto EVM; Agregados Cantarrana S.A.; Sociedad Gravas del Tunuelo S.A. y Trituradora Planta Sur, entre otras realizan una serie de labores en las cuales se detecta afectan los recursos naturales y el ambiente como son:

La utilización de agua del río Tunjuelo sin contar con los debidos actos que concesiones o autorizan su uso, para lo cual utilizan una gran cantidad de motobombas que la extraen del río.

Contaminación del río por altas cargas de sedimentos y materiales, sin la cancelación de tasa alguna 

Llegada de aceites, grasas y otros combustibles al río

Invasión de las zonas de ronda.

Procesos de contaminación atmosférica por material particulado y ruido.

Recepción de escombros y otros materiales sobrantes de la construcción sin permiso o viabilidad alguna.

Lo mencionado desatiende la Ley 99 de 1993; el Decreto 1594 de 1984; el Decreto 3440 de y 3100 de 2004 y las Resoluciones 1433 de 2004 y 1813 2006. Igualmente el Decreto 1729 de 2002; los Decretos  948 de 1995 y 979 de 2006 y resoluciones reglamentarias, así como las consideraciones, estipulaciones y desarrollo mismo del POMCA del río Tunjuelo.

Este hecho se origina ante la falta de controles más estrictos, medidas impositivas y acciones de coordinación con otros entes como la EAAB-ESP; además por la carencia de plantas, pocetas o sedimentadores adecuados. La contaminación atmosférica latente se deriva del uso de combustibles fósiles en algunos casos y en otros por poca efectividad de los hornos, asó como por el uso de maquinaria y otros elementos que generan ruidos. Algunas d estas empresas no han respetado la ronda y están ubicadas prácticamente a la orilla del Tunjuelo con la consecuente devastación de la vegetación que protegía el cauce.

La situación que afecta aún más la calidad de las aguas del Tunjuelo, tiene efectos sobre los recursos distritales para la gestión del recurso agua, al no pagar las tasas correspondientes. Además, las actividades ejecutadas afectan además de la calidad del agua,  el aire, el suelo y la vegetación natural, aspectos que repercuten en esta cuenca. 

Si bien la SDA señala algunas acciones de control frente al hecho mencionado lo cierto es que las visitas hechas con los técnicos de la entidad muestra la realidad de la situación evidenciada; la afectación de la ronda; la extracción de aguas para su actividad sin las concesiones respectivas, así como la sedimentación de la que es objeto el río Tunjuelo con la llegada de unos vertimientos con alta carga de sólidos suspendidos, además de otras actividades altamente contaminantes. 

De otra parte, la respuesta se enfoca a mostrar las acciones de la autoridad ambiental pero frente a otras empresas mineras que nos son las indicadas en la condición de este hallazgo. Las industrias que mencionamos son: Equipos Universal; Piedras y derivados; Planta de Asfalto EVM; Agregados Cantarrana S.A.; Sociedad Gravas del Tunuelo S.A. y Trituradora Planta Sur, entre otras y la SDA enfoca sus argumentos en industrias mineras como La Pisinga; Cantera Villa Gloria; Ladrillara La Sexta y el predio La Perdigona. Dado los señalado este hallazgo queda en firme.
2.3.5.3 Hallazgo administrativo: Por la disposición de escombros sin las medidas de estabilidad requeridas en el frente minero de la reactivada Cantera o Recebera La Esperanza, la cual tiene medida de suspensión de actividades.

En desarrollo de las visitas efectuadas como parte del proceso auditor se recorrió la llamada Recebera La Esperanza en Ciudad Bolívar, sector sur occidental del Barrio Arborizadora Alta, encontrándose, además de una explotación activa de materiales de construcción de manera ilegal, la llegada y recepción de una cantidad indeterminada de escombros sobre su frente de explotación, los cuales son esparcidos sin la debida compactación y la ejecución de otras medidas de tipo técnico y ambiental, hecho que deja expuesta a la zona a una latente inestabilidad.

En la vista se pudo constatar que en el predio adquirido por la Empresa Geoogota S.A.S, con inscripción ante el IDU No. 298-09, con una carta de la SDA en la que se da la viabilidad a una actividad compleja, asó como en otro, muy presumiblemente de propiedad el Señor Camilo Montero cedido a José Alirio Piraquive, reciben no solo escombros sino otros residuos, encontrándose entre estos materiales diferente clase o tipo de residuos, entre ellos documentos físicos, como papeles y estudios del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial.

Según el oficio de la SDA 2009EE13837, del 19 de marzo de 2009 al Ingeniero José Antonio Serna, Apoderado de Sociedad de Inversiones AMG Ltda., frente al radicado SDAER3221, de enero 27 de 2009, esta entidad señala que el predio, pertenece “(…) al Parque Minero Industrial Zona XII Ciudad Bolivar y que como zona de cantera con alto grado de deterioro físico la Nivelación Topográfica favorece la integración paisajística del terreno, por lo tanto esta oficina considera que para llevar a cabo esta actividad se deben implementar las siguiente medidas(…)”. 

Al respecto se encuentra:

· El Parque Minero Industrial Zona XII Ciudad Bolívar, según información analizada, no existe.
· El Predio La Cantera sobre la cual se facilita la nivelación no esta en el universo de las industrias bajo el control de la SDA; sí se encuentra en el lugar mencionado la denominada Recebera La Esperanza que es la zona en cuyo frente se hace la disposición de cientos de metros cúbicos de escombros, diariamente.
· En la nivelación topográfica a la que se da viabilidad no se desarrollan las medidas de manejo ambiental exigidas, entre ellas las de aguas, ruido y residuos sólidos. Al contrario los efectos ambientales hallados sobre esta microcuenca y en predios de la cantera son notorios no solo por parte de la empresa Geoogota sino de predio ubicado aguas debajo de este y cuya propiedad no se logro establecer por cuanto carece de datos en la SDA, aunque los vecinos afirman que es un “Señor Montero quien la vendio o cedio al Señor José Piraquive”, del cual no se hallo registro alguno en la SDA aunque desarrolla la misma labor como escombrera.
· Este Ente de Control Fiscal para el informe ambiental del Distrito Capital recibió información comunicación de la SDA en la que se indican las escombreras autorizadas. Al respecto se conoce que la disposición para generadores conocidos se hace en escombreras autorizadas comoson: El Porvenir- Urdeco Ltda.; Construcema Ltda., que está en su capacidad máxima y en especial en la Fiscala, autorizada por el Ministerio de Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial, además en escombreras municipales de Cota, Mosquera y Soacha. Los escombros desconocidos o contaminados los concesionarios, por razones desconocidas y a pesar de estar prohibido, son dispuestos en el Relleno Sanitario Doña Juana. La objeto de este hecho no esta en dicho listado a pesar de funcionar desde el año anterior.
· Las actividades que se ejecutan en este predio minero no corresponden a nivelaciones controladas que permitan la recepción de de escombros menos cuando están mezclado,  hecho que ocasionan diversos impactos como los señalados, en una localidad afectada social y ambientalmente; además facilita que se den procesos erosivos e inestabilidad al ubicarse en zona afectada por la minería la que requiere monitoreo y controles puntuales.
El cursos de agua de la quebrada La Trompetita ha sido prácticamente desviado y taponado; la modificación de las geoformas del lugar son latentes así como el deterioro del paisaje. La emisión de material particulado y la inestabilidad de los taludes son fácilmente detectables y observables al ir al sitio de llegada de los escombros y finalmente se decepcionan diversos tipos de residuos entre los escombros,   hecho que afecta tanto técnica como ambientalmente la zona citada, afectándose de paso la calidad de vida ciudadana.
La SDA no responde frente a este hallazgo cuya condición evidencia unos hechos delicados que desde el punto de vista ambiental exigen medidas preventivas, acciones de control oportunas
 y un seguimiento puntual, por lo cual éste queda en firme. 
ANEXO 1

CUADRO DE HALLAZGOS 

	TIPO DE HALLAZGO
	CANTIDAD
	VALOR
	REFERENCIACION

	FISCALES


	1
	$37.865.000 *
	2.3.2.4.

	DISCIPLINARIOS


	1
	NA
	2.3.2.1.

	PENALES


	27
	NA
	2.3.4.7., 2.3.4.8.

	ADMINISTRATIVOS


	18
	NA
	2.1.1.   2.3.2.2.   2.3.2.3.   2.3.2.5.   2.3.3.1.   2.3.3.2.   2.3.4.1.   2.3.4.2.   2.3.4.3.   2.3.4.4.   2.3.4.5.   2.3.4.6.   2.3.4.4.9   2.3.4.10.   2.3.4.11.   2.3.5.1.   2.3.5.2.   2.3.5.3.   


NA: No aplica
* El hallazgo fiscal tiene además incidencia disciplinaria.


































































� Acuerdo 9 de 1990.


� Oficio de la Secretaría Distrital de Ambiente- SDA 2009EE51858 del 20 de noviembre de 2009


� Ley 99 de 1993, artículo 1, numeral 6, que establece: “ARTÍCULO l.- Principios Generales Ambientales. La política ambiental colombiana seguirá los siguientes principios generales: (…) 6. La formulación de las políticas ambientales tendrán cuenta el resultado del proceso de investigación científica. No obstante, las autoridades ambientales y los particulares darán aplicación al principio de precaución conforme al cual, cuando exista peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces para impedir la degradación del medio ambiente”.





� SIA – DAMA: Sistema de Información Ambiental


� Artículo 1 de la ley 99 de 1993.


� Oficio de la Secretaría Distrital de Ambiente- SDA 2009EE51858 del 20 de noviembre de 2009.


� PDD Plan Distrital de Desarrollo 


� Por error mecanográfico se indicó en el Informe Preliminar Ley 87 de 2004, cuando lo correcto es Ley 87 de 1993, tal como está citando en reiterados párrafos del citado documento.


� A la fecha faltando en algunas empresa el pago de varios meses del año 2009.


� IDEAM. 2004.


� Las actividades mencionadas llevan más de un año sin que haya una gestión que muestre el control en tiempo real, de los hechos evidenciados.
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